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Este documento presenta una recopilación de artículos incluidos en la 

normativa vigente recogida en el Código de la Discapacidad. Legislación 

Estatal (en adelante, Código de la Discapacidad), y que mencionan los 

términos «accesibilidad», «accesible» y «ajustes razonables».  

El Código de la Discapacidad es una «compilación de las principales normas 

vigentes del ordenamiento jurídico» relacionadas con la discapacidad, y que 

se mantiene permanentemente actualizado.  

Concretamente, para este documento se ha utilizado la versión actualizada 

a fecha 6 de octubre de 2021. 

El Código de la Discapacidad forma parte de la colección «CÓDIGOS 

ELECTRÓNICOS», de la Biblioteca jurídica digital de la Agencia Estatal 

Boletín Oficial del Estado, dentro del apartado Derecho Constitucional. 

Dado que el Código de la Discapacidad se actualiza de forma constante con 

los cambios en la normativa, cualquier ciudadano puede suscribirse al 

servicio de alertas de MI BOE, y tener conocimiento inmediato de los 

mismos. 

  

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=125_Codigo_del_Derecho_de_la_Discapacidad_Legislacion_Estatal&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=125_Codigo_del_Derecho_de_la_Discapacidad_Legislacion_Estatal&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/index.php?tipo=C
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/index.php?tipo=C
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/index.php?tipo=C
https://www.boe.es/mi_boe/
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Para elaborar este documento, se llevaron a cabo las siguientes tareas: 

a) Suscripción a las alertas de actualización en el Código de la Discapacidad, 

dentro del servicio: MI BOE 

b) Búsqueda de los términos: «accesibilidad», «accesible/s» y «ajustes 

razonables» en la normativa incluida en el Código de la Discapacidad   

c) Agrupación de los artículos que contienen estos términos en su norma 

correspondiente, teniendo en cuenta, además, lo siguiente: 

a. Excluir las menciones a los términos de búsqueda cuando estos 

aparecen en la «Exposición de motivos». Se incluye el Preámbulo 

de la Convención sobre los derechos de las personas con 

discapacidad. 

b. Excluir las menciones que recogen el término «accesibilidad» por 

su inclusión en el título de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de 

igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 

universal de las personas con discapacidad (actualmente 

derogada), u otras en análoga situación. 

c. Excluir los artículos que relacionan los términos de búsqueda con 

cantidades económicas/porcentajes, etc., (p.ej. Disposición 

adicional vigésima novena. Deducción por obras de mejora en la 

vivienda p. 1291-1292 Código de la Discapacidad; Disposición 

transitoria quinta. Servicios de apoyo para las personas con 

discapacidad, p. 1385 Código de la Discapacidad) 

d. Excluir aquellos artículos en los que el significado de 

«accesibilidad» o «accesible/s» refiere, sin ambigüedad, a 

«disponibilidad» o «disponible/s» o similar. 

d) Organización de la normativa siguiendo los epígrafes de la clasificación 

incluida en el Código de la Discapacidad: normativa general básica y 

específica por materias  

https://www.boe.es/legislacion/codigos/codigo.php?id=125&modo=2&nota=0&tab=2
https://www.boe.es/legislacion/codigos/codigo.php?id=125&modo=2&nota=0&tab=2
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Se entiende por accesibilidad universal como la «condición que deben 

cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los 

objetos, instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, 

utilizables y practicables por todas las personas en condiciones de seguridad 

y comodidad y de la forma más autónoma y natural posible. Presupone la 

estrategia de «diseño universal o diseño para todas las personas», y se 

entiende sin perjuicio de los ajustes razonables que deban adoptarse».  

(Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 

aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas 

con discapacidad y de su inclusión social, art. 2 k). 

Se entiende por ajustes razonables «las modificaciones y adaptaciones 

necesarias y adecuadas del ambiente físico, social y actitudinal a las 

necesidades específicas de las personas con discapacidad que no impongan 

una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso 

particular de manera eficaz y práctica, para facilitar la accesibilidad y la 

participación y para garantizar a las personas con discapacidad el goce o 

ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos». 

(Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 

aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas 

con discapacidad y de su inclusión social, art. 2 m). 

De estas definiciones se derivan palabras/expresiones relacionadas con la 

accesibilidad, que también podrían haber sido utilizadas como criterios de 

búsqueda.  

Entre estas se encuentran, por ejemplo: «acceso/acceder», 

«comprensibles», «de fácil comprensión», «adaptados/adaptaciones», 

«eliminación de barreras», etc.  

Ante ello, para este documento en concreto se optó por acotar los términos 

de búsqueda únicamente a tres: «accesibilidad», «accesible/s» y «ajustes 

razonables».  
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A su vez, y para facilitar la localización de dichos términos en la relación 

recopilada, se ha optado por resaltar estos en estilo negrita, así como la 

palabra «Artículo», su número y el título del artículo, si lo tuviera.  

De manera excepcional, se han utilizado los caracteres:(…) cuando los 

artículos incorporan un texto intermedio que no incluye los términos de 

búsqueda. 

Es importante recordar, además, que la lectura e interpretación de la 

normativa ha de hacerse en su conjunto y de manera relacional.  

Por tanto, se anima a las personas que consulten este documento, a que 

completen la información que aquí se presenta con la lectura completa de 

la normativa, a la que pueden acceder desde el Código de la Discapacidad. 

Para finalizar, indicar que esta es la primera edición del documento 

«Accesibilidad por Derecho», que se irá actualizando cuando los cambios 

normativos incluyan los términos de búsqueda utilizados. 

No obstante, si al consultar este documento detecta algún error u omisión 

en la relación incluida, puede hacérnoslo llegar a través de: 

Dirección correo: ceapat@imserso.es   

Asunto: Documento: «Accesibilidad por Derecho»  

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=125&modo=2&nota=0
mailto:ceapat@imserso.es
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«La accesibilidad es una condición previa para que las personas con 

discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente 

en la sociedad en igualdad de condiciones.  

Sin acceso al entorno físico, el transporte, la información y las 

comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información 

y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público 

o de uso público, las personas con discapacidad no tendrían iguales 

oportunidades de participar en sus respectivas sociedades. No es casualidad 

que la accesibilidad sea uno de los principios en los que se basa la 

Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad (art. 3 f)). 

Tradicionalmente, el movimiento en favor de las personas con discapacidad 

ha sostenido que el acceso de esas personas al entorno físico y al transporte 

público es una condición previa para que ejerzan su libertad de circulación, 

garantizada en el artículo 13 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos y en el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos.  

De igual forma, el acceso a la información y la comunicación se considera 

una condición previa para la libertad de opinión y de expresión, garantizada 

en el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el 

artículo 19, párrafo 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos».  

(Observación general Nº 2 (2014) Artículo 9: Accesibilidad. Comité sobre 

los derechos de las personas con discapacidad. CRPD/C/GC/2 párr. 1)  

http://www.convenciondiscapacidad.es/wp-content/uploads/2019/01/Observacion-2-Art%C3%ADculo-9-Accesibilidad.pdf
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Preámbulo 

Los Estados Partes en la presente Convención, 

v) Reconociendo la importancia de la accesibilidad al entorno físico, social, 

económico y cultural, a la salud y la educación y a la información y las 

comunicaciones, para que las personas con discapacidad puedan gozar 

plenamente de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, 

Artículo 2. Definiciones. 

A los fines de la presente Convención: 

Por «discriminación por motivos de discapacidad» se entenderá cualquier 

distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el 

propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, 

goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos 

y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, 

cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, 

entre ellas, la denegación de ajustes razonables; 

Por «ajustes razonables» se entenderán las modificaciones y 

adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga 

desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, 

para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en 

igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y 

libertades fundamentales; 



15 
 

Artículo 3. f) Principios generales. 

Los principios de la presente Convención serán: 

f) La accesibilidad; 

Artículo 4.1 h) Obligaciones generales. 

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno 

ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de 

las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de 

discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a: 

h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con 

discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y 

tecnologías de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras formas 

de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo; 

Artículo 5.3 Igualdad y no discriminación. 

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados 

Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar la realización 

de ajustes razonables. 

Artículo 9 Accesibilidad
1

. 

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma 

independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los 

Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de 

las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, 

al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, 

incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las 

comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de 

uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que 

 

1 Tomando en consideración el título del artículo, y por su importancia en el 

conjunto del documento, se incluye completo, aunque algunos de sus numerales 

y apartados no incluyan los términos de búsqueda. 
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incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, 

se aplicarán, entre otras cosas, a: 

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones 

exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y 

lugares de trabajo; 

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los 

servicios electrónicos y de emergencia. 

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para: 

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y 

directrices sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios 

abiertos al público o de uso público; 

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instalaciones y 

servicios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los 

aspectos de su accesibilidad para las personas con discapacidad; 

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas de 

accesibilidad a que se enfrentan las personas con discapacidad; 

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de 

señalización en Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión; 

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, incluidos 

guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de señas, para 

facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público; 

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas 

con discapacidad para asegurar su acceso a la información; 

g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos 

sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida 

Internet; 

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de 

sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles 

en una etapa temprana, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean 

accesibles al menor costo. 
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Artículo 14.2 Libertad y seguridad de la persona. 

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad que se 

vean privadas de su libertad en razón de un proceso tengan, en igualdad 

de condiciones con las demás, derecho a garantías de conformidad con el 

derecho internacional de los derechos humanos y a ser tratadas de 

conformidad con los objetivos y principios de la presente Convención, 

incluida la realización de ajustes razonables. 

Artículo 21 a) b) d) Libertad de expresión y de opinión y acceso a la 

información. 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para que las 

personas con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de 

expresión y opinión, incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar 

información e ideas en igualdad de condiciones con las demás y mediante 

cualquier forma de comunicación que elijan con arreglo a la definición del 

artículo 2 de la presente Convención, entre ellas: 

a) Facilitar a las personas con discapacidad información dirigida al público 

en general, de manera oportuna y sin costo adicional, en formatos 

accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de 

discapacidad; 

b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, los 

modos, medios, y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y 

todos los demás modos, medios y formatos de comunicación accesibles 

que elijan las personas con discapacidad en sus relaciones oficiales; 

d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que suministran 

información a través de Internet, a que hagan que sus servicios sean 

accesibles para las personas con discapacidad; 

Artículo 24.2 c); 24.5 Educación. 

2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que: 

c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades 

individuales; 
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5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan 

acceso general a la educación superior, la formación profesional, la 

educación para adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin 

discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, los 

Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razonables para las 

personas con discapacidad. 

Artículo 27.1 i) Trabajo y empleo. 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 

discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello 

incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un 

trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado y un entorno laborales 

que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad. 

Los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al 

trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad durante 

el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de 

legislación, entre ellas: 

i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con 

discapacidad en el lugar de trabajo; 

Artículo 29. a) i) Participación en la vida política y pública. 

Los Estados Partes garantizarán a las personas con discapacidad los 

derechos políticos y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de 

condiciones con las demás y se comprometerán a: 

a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar plena y 

efectivamente en la vida política y pública en igualdad de condiciones con 

las demás, directamente o a través de representantes libremente elegidos, 

incluidos el derecho y la posibilidad de las personas con discapacidad a votar 

y ser elegidas, entre otras formas mediante: 

i) La garantía de que los procedimientos, instalaciones y materiales 

electorales sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y utilizar; 
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Artículo 30.1 a) b) Participación en la vida cultural, las actividades 

recreativas, el esparcimiento y el deporte. 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 

discapacidad a participar, en igualdad de condiciones con las demás, en la 

vida cultural y adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar que 

las personas con discapacidad: 

a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles; 

b) Tengan acceso a programas de televisión, películas, teatro y otras 

actividades culturales en formatos accesibles; 

Artículo 31.3 Recopilación de datos y estadísticas. 

3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de difundir estas 

estadísticas y asegurar que sean accesibles para las personas con 

discapacidad y otras personas. 

Artículo 32.1 a) d) Cooperación internacional. 

1. Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación 

internacional y su promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para 

hacer efectivos el propósito y los objetivos de la presente Convención, y 

tomarán las medidas pertinentes y efectivas a este respecto, entre los 

Estados y, cuando corresponda, en asociación con las organizaciones 

internacionales y regionales pertinentes y la sociedad civil, en particular 

organizaciones de personas con discapacidad. Entre esas medidas cabría 

incluir: 

a) Velar por que la cooperación internacional, incluidos los programas de 

desarrollo internacionales, sea inclusiva y accesible para las personas con 

discapacidad; 

d) Proporcionar, según corresponda, asistencia apropiada, técnica y 

económica, incluso facilitando el acceso a tecnologías accesibles y de 

asistencia y compartiendo esas tecnologías, y mediante su transferencia. 

Artículo 49. Formato accesible. 

El texto de la presente Convención se difundirá en formatos accesibles. 



20 
 

Artículo 1. a) b) Objeto  

a) Garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato, así como 

el ejercicio real y efectivo de derechos por parte de las personas con 

discapacidad en igualdad de condiciones respecto del resto de ciudadanos 

y ciudadanas, a través de la promoción de la autonomía personal, de la 

accesibilidad universal, del acceso al empleo, de la inclusión en la 

comunidad y la vida independiente y de la erradicación de toda forma de 

discriminación, conforme a los artículos 9.2, 10, 14 y 49 de la Constitución 

Española y a la Convención Internacional sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad y los tratados y acuerdos internacionales 

ratificados por España.  

b) Establecer el régimen de infracciones y sanciones que garantizan las 

condiciones básicas en materia de igualdad de oportunidades, no 

discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 

Artículo 2 k) m) Definiciones 

k) Accesibilidad universal: es la condición que deben cumplir los entornos, 

procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos, instrumentos, 

herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y 

practicables por todas las personas en condiciones de seguridad y 

comodidad y de la forma más autónoma y natural posible. Presupone la 

estrategia de «diseño universal o diseño para todas las personas», y se 

entiende sin perjuicio de los ajustes razonables que deban adoptarse. 

m) Ajustes razonables: son las modificaciones y adaptaciones necesarias 

y adecuadas del ambiente físico, social y actitudinal a las necesidades 

específicas de las personas con discapacidad que no impongan una carga 

desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular de 

manera eficaz y práctica, para facilitar la accesibilidad y la participación y 

para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en 

igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos. 
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Artículo 3. h) Principios. 

Los principios de esta ley serán: 

h) La accesibilidad universal. 

Artículo 5. Ámbito de aplicación en materia de igualdad de 

oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal. 

Las medidas específicas para garantizar la igualdad de oportunidades, la no 

discriminación y la accesibilidad universal se aplicarán, además de a los 

derechos regulados en el Título I, en los ámbitos siguientes: 

a) Telecomunicaciones y sociedad de la información. 

b) Espacios públicos urbanizados, infraestructuras y edificación. 

c) Transportes. 

d) Bienes y servicios a disposición del público. 

e) Relaciones con las administraciones públicas. 

f) Administración de justicia. 

g) Patrimonio cultural, de conformidad con lo previsto en la legislación de 

patrimonio histórico. 

h) Empleo.  

Artículo 6.2 Respeto a la autonomía de las personas con 

discapacidad. 

2. Las personas con discapacidad tienen derecho a la libre toma de 

decisiones, para lo cual la información y el consentimiento deberán 

efectuarse en formatos adecuados y de acuerdo con las circunstancias 

personales, siguiendo las reglas marcadas por el principio de diseño 

universal o diseño para todas las personas, de manera que les resulten 

accesibles y comprensibles. 
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En todo caso, se deberá tener en cuenta las circunstancias personales del 

individuo, su capacidad para tomar el tipo de decisión en concreto y 

asegurar la prestación de apoyo para la toma de decisiones.  

Artículo 7.3; 7.4 Derecho a la igualdad. 

3. Las administraciones públicas protegerán de forma especialmente 

intensa los derechos de las personas con discapacidad en materia de 

igualdad entre mujeres y hombres, salud, empleo, protección social, 

educación, tutela judicial efectiva, movilidad, comunicación, información y 

acceso a la cultura, al deporte, al ocio así como de participación en los 

asuntos públicos, en los términos previstos en este Título y demás 

normativa que sea de aplicación. 

4. Asimismo, las administraciones públicas protegerán de manera 

singularmente intensa a aquellas personas o grupo de personas 

especialmente vulnerables a la discriminación múltiple como las niñas, 

niños y mujeres con discapacidad, mayores con discapacidad, mujeres con 

discapacidad víctimas de violencia de género, personas con 

pluridiscapacidad u otras personas con discapacidad integrantes de 

minorías. 

Artículo 18.2 Contenido del derecho. 

2. Corresponde a las administraciones educativas asegurar un sistema 

educativo inclusivo en todos los niveles educativos así como la enseñanza 

a lo largo de la vida y garantizar un puesto escolar a los alumnos con 

discapacidad en la educación básica, prestando atención a la diversidad de 

necesidades educativas del alumnado con discapacidad, mediante la 

regulación de apoyos y ajustes razonables para la atención de quienes 

precisen una atención especial de aprendizaje o de inclusión. 

Artículo 22. Accesibilidad. 

1. Las personas con discapacidad tienen derecho a vivir de forma 

independiente y a participar plenamente en todos los aspectos de la vida. 

Para ello, los poderes públicos adoptarán las medidas pertinentes para 

asegurar la accesibilidad universal, en igualdad de condiciones con las 

demás personas, en los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, 
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el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y 

las tecnologías de la información y las comunicaciones, así como los medios 

de comunicación social y en otros servicios e instalaciones abiertos al 

público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. 

2. En el ámbito del empleo, las condiciones básicas de accesibilidad y no 

discriminación a las que se refiere este capítulo serán de aplicación con 

carácter supletorio respecto a lo previsto en la legislación laboral.  

Artículo 23.1; 23.2 a) d) e) f); 23.3 Condiciones básicas de 

accesibilidad y no discriminación. 

1. El Gobierno, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las 

comunidades autónomas y a las entidades locales, regulará las condiciones 

básicas de accesibilidad y no discriminación que garanticen los mismos 

niveles de igualdad de oportunidades a todas las personas con discapacidad. 

Dicha regulación será gradual en el tiempo y en el alcance y contenido de 

las obligaciones impuestas, y abarcará a todos los ámbitos y áreas de las 

enumeradas en el artículo 5. 

2. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación 

establecerán, para cada ámbito o área, medidas concretas para prevenir o 

suprimir discriminaciones, y para compensar desventajas o dificultades. Se 

incluirán disposiciones sobre, al menos, los siguientes aspectos: 

a) Exigencias de accesibilidad de los edificios y entornos, de los 

instrumentos, equipos y tecnologías, y de los bienes y productos utilizados 

en el sector o área. En particular, la supresión de barreras a las instalaciones 

y la adaptación de equipos e instrumentos, así como la apropiada 

señalización en los mismos. 

d) La adopción de normas internas en las empresas o centros que 

promuevan y estimulen la eliminación de desventajas o situaciones 

generales de discriminación a las personas con discapacidad, incluidos los 

ajustes razonables. 

e) Planes y calendario para la implantación de las exigencias de 

accesibilidad y para el establecimiento de las condiciones más favorables 

y de no discriminación. 
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f) Recursos humanos y materiales para la promoción de la accesibilidad y 

la no discriminación en el ámbito de que se trate. 

3. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación se 

establecerán teniendo en cuenta los diferentes tipos y grados de 

discapacidad que deberán orientar tanto el diseño inicial como los ajustes 

razonables de los entornos, productos y servicios de cada ámbito de 

aplicación de la ley.  

Artículo 24. Condiciones básicas de accesibilidad y no 

discriminación en el ámbito de los productos y servicios 

relacionados con la sociedad de la información y medios de 

comunicación social. 

1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el 

acceso y utilización de las tecnologías, productos y servicios relacionados 

con la sociedad de la información y de cualquier medio de comunicación 

social serán exigibles en los plazos y términos establecidos 

reglamentariamente. 

No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles 

para todas estas tecnologías, productos y servicios, de acuerdo con las 

condiciones y plazos máximos previstos en la disposición adicional 

tercera.1. 

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno 

deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a dichos 

bienes o servicios que se consideren más relevantes desde el punto de vista 

de la no discriminación y accesibilidad universal.  

Artículo 25. Condiciones básicas de accesibilidad y no 

discriminación en el ámbito de los espacios públicos urbanizados y 

edificación. 

1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las 

personas con discapacidad para el acceso y utilización de los espacios 

públicos urbanizados y edificaciones serán exigibles en los plazos y términos 

establecidos reglamentariamente. 
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No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles 

para todos los espacios públicos urbanizados y edificaciones, de acuerdo 

con las condiciones y plazos máximos previstos en la disposición adicional 

tercera.1. 

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno 

deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a los espacios 

públicos urbanizados y edificaciones, en lo que se considere más relevante 

desde el punto de vista de la no discriminación y de la accesibilidad 

universal.  

Artículo 26.1 Normativa técnica de edificación. 

1. Las normas técnicas sobre edificación incluirán previsiones relativas a las 

condiciones mínimas que deberán reunir los edificios de cualquier tipo para 

permitir la accesibilidad de las personas con discapacidad. 

Artículo 27 Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación 

en el ámbito de los medios de transporte. 

1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las 

personas con discapacidad para el acceso y utilización de los medios de 

transporte serán exigibles en los plazos y términos establecidos 

reglamentariamente. 

No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles 

para todas las infraestructuras y material de transporte, de acuerdo con las 

condiciones y plazos máximos previstos en la disposición adicional 

tercera.1. 

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno 

deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a los 

diferentes medios de transporte, en lo que se considere más relevante 

desde el punto de vista de la no discriminación y de la accesibilidad 

universal. 
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Artículo 28. Condiciones básicas de accesibilidad y no 

discriminación en el ámbito de las relaciones con las 

administraciones públicas. 

1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación que 

deberán reunir las oficinas públicas, dispositivos y servicios de atención al 

ciudadano y aquellos de participación en los asuntos públicos, incluidos los 

relativos a la Administración de Justicia y a la participación en la vida política 

y los procesos electorales serán exigibles en los plazos y términos 

establecidos reglamentariamente. 

No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles 

para todos los entornos, productos, servicios, disposiciones, criterios o 

prácticas administrativas, de acuerdo con las condiciones y plazos máximos 

previstos en la disposición adicional tercera.1. 

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno 

deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad de aquellos 

entornos o sistemas que se consideren más relevantes desde el punto de 

vista de la no discriminación y la accesibilidad universal.  

Artículo 29.4; 29.5 Condiciones básicas de accesibilidad y no 

discriminación para el acceso y utilización de los bienes y servicios 

a disposición del público. 

4. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el 

acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público por 

las personas con discapacidad serán exigibles en los plazos y términos 

establecidos reglamentariamente. 

No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles 

para todos los bienes y servicios, de acuerdo con las condiciones y plazos 

máximos previstos en la disposición adicional tercera.2. 

5. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno 

deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a bienes o 

servicios que se consideren más relevantes desde el punto de vista de la no 

discriminación y accesibilidad universal.  
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Artículo 32.4 Reserva de viviendas para personas con discapacidad 

y condiciones de accesibilidad. 

4. Cuando el proyecto se refiera a un conjunto de edificios e instalaciones 

que constituyan un complejo arquitectónico, éste se proyectará y construirá 

en condiciones que permitan, en todo caso, la accesibilidad de las 

personas con discapacidad a los diferentes inmuebles e instalaciones 

complementarias.  

Artículo 33. Concepto de rehabilitación de la vivienda. 

Se considerará rehabilitación de la vivienda, a efectos de la obtención de 

subvenciones y préstamos con subvención de intereses, las reformas que 

las personas con discapacidad o las unidades familiares o de convivencia 

con algún miembro con discapacidad tengan que realizar en su vivienda 

habitual y permanente para que ésta resulte accesible. 

Artículo 34. Otras medidas públicas de accesibilidad
2

. 

1. Las administraciones públicas habilitarán en sus presupuestos las 

consignaciones necesarias para la financiación de las adaptaciones en los 

inmuebles que de ellos dependan. 

2. Al mismo tiempo, fomentarán la adaptación de los inmuebles de 

titularidad privada, mediante el establecimiento de ayudas, exenciones y 

subvenciones. 

3. Además, las administraciones competentes en materia de urbanismo 

deberán considerar, y en su caso incluir, la necesidad de esas adaptaciones 

anticipadas, en los planes municipales de ordenación urbana que formulen 

o aprueben.  

 
2 Se incluye este artículo completo, por la inclusión del término «accesibilidad» en 

su título. Los numerales no incorporan los términos de búsqueda, pero recogen 

por su interpretación conforme al título del artículo. 
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Artículo 40.2 Adopción de medidas para prevenir o compensar las 

desventajas ocasionadas por la discapacidad como garantía de la 

plena igualdad en el trabajo. 

2. Los empresarios están obligados a adoptar las medidas adecuadas para 

la adaptación del puesto de trabajo y la accesibilidad de la empresa, en 

función de las necesidades de cada situación concreta, con el fin de permitir 

a las personas con discapacidad acceder al empleo, desempeñar su trabajo, 

progresar profesionalmente y acceder a la formación, salvo que esas 

medidas supongan una carga excesiva para el empresario. 

Para determinar si una carga es excesiva se tendrá en cuenta si es paliada 

en grado suficiente mediante las medidas, ayudas o subvenciones públicas 

para personas con discapacidad, así como los costes financieros y de otro 

tipo que las medidas impliquen y el tamaño y el volumen de negocios total 

de la organización o empresa.  

Artículo 51.8 Clases de servicios sociales. 

8. Las actividades deportivas, culturales, de ocio y tiempo libre se 

desarrollarán, siempre que sea posible, de acuerdo con el principio de 

accesibilidad universal en las instalaciones y con los medios ordinarios 

puestos al servicio de la ciudadanía. Sólo cuando la especificidad y la 

necesidad de apoyos lo requieran, podrá establecerse, de forma subsidiaria 

o complementaria, servicios y actividades específicas.  

Artículo 56. Oficina de Atención a la Discapacidad. 

La Oficina de Atención a la Discapacidad es el órgano del Consejo Nacional 

de la Discapacidad, de carácter permanente y especializado, encargado de 

promover la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 

universal de las personas con discapacidad. 

Con la Oficina de Atención a la Discapacidad colaborarán las organizaciones, 

entidades y asociaciones de utilidad pública más representativas de las 

personas con discapacidad y sus familias. 
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Artículo 59.2 Toma de conciencia social. 

2. En concreto, los poderes públicos promoverán la puesta en marcha y el 

mantenimiento de campañas para la toma de conciencia de la sociedad, 

accesibles para las personas con discapacidad, especialmente en los 

ámbitos socio-sanitario, educativo y profesional, fomentando el 

reconocimiento y respeto de los derechos y la dignidad de las personas con 

discapacidad, para que ésta en su conjunto, colabore en su plena inclusión 

en la vida social.  

Artículo 63. Vulneración del derecho a la igualdad de oportunidades. 

Se entenderá que se vulnera el derecho a la igualdad de oportunidades de 

las personas con discapacidad, definidas en el artículo 4.1, cuando, por 

motivo de o por razón de discapacidad, se produzcan discriminaciones 

directas o indirectas, discriminación por asociación, acosos, 

incumplimientos de las exigencias de accesibilidad y de realizar ajustes 

razonables, así como el incumplimiento de las medidas de acción positiva 

legalmente establecidas. 

Artículo 66. Contenido de las medidas contra la discriminación. 

1. Las medidas contra la discriminación podrán consistir en prohibición de 

conductas discriminatorias y de acoso, exigencias de accesibilidad y 

exigencias de eliminación de obstáculos y de realizar ajustes razonables. 

A estos efectos, se entiende por exigencias de accesibilidad los requisitos 

que deben cumplir los entornos, productos y servicios, así como las 

condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas, con 

arreglo a los principios de accesibilidad universal y de diseño para todas 

las personas. 

2. A efectos de determinar si un ajuste es razonable, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 2. m), se tendrán en cuenta los costes de la 

medida, los efectos discriminatorios que suponga para las personas con 

discapacidad su no adopción, la estructura y características de la persona, 

entidad u organización que ha de ponerla en práctica y la posibilidad que 

tenga de obtener financiación oficial o cualquier otra ayuda. 
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A este fin, las administraciones públicas competentes podrán establecer un 

régimen de ayudas públicas para contribuir a sufragar los costes derivados 

de la obligación de realizar ajustes razonables. 

Las discrepancias entre el solicitante del ajuste razonable y el sujeto 

obligado podrán ser resueltas a través del sistema de arbitraje previsto en 

el artículo 74, sin perjuicio de la protección administrativa o judicial que en 

cada caso proceda. 

Artículo 70. Medidas para fomentar la calidad. 

Las administraciones públicas adecuarán sus planes de calidad para 

asegurar la igualdad de oportunidades a los ciudadanos con discapacidad. 

Para ello, incluirán en ellos normas mínimas de no discriminación y de 

accesibilidad, y desarrollarán indicadores de calidad y guías de buenas 

prácticas.  

Artículo 71.1 Medidas de innovación y desarrollo de normas 

técnicas. 

1. Las administraciones públicas fomentarán la innovación e investigación 

aplicada al desarrollo de entornos, productos, servicios y prestaciones que 

garanticen los principios de inclusión, accesibilidad universal, diseño para 

todas las personas y vida independiente en favor de las personas con 

discapacidad. Para ello, promoverán la investigación en las áreas 

relacionadas con la discapacidad en los planes de investigación, desarrollo 

e innovación (I+D+i). 

Artículo 80. Objeto de las infracciones. 

A los efectos de esta ley, se considerarán infracciones administrativas las 

acciones y omisiones que ocasionen vulneraciones del derecho a la igualdad 

de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal en los 

ámbitos a los que se refiere el artículo 5, cuando se produzcan 

discriminaciones directas o indirectas, acosos, incumplimiento de las 

exigencias de accesibilidad y de realizar ajustes razonables, así como 

el incumplimiento de las medidas de acción positiva legalmente 

establecidas, especialmente cuando se deriven beneficios económicos para 

la persona infractora.  
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Artículo 81.3 b) Infracciones. 

3. En todo caso, y sin perjuicio de lo que se establezca en la legislación 

autonómica, tendrán la consideración de infracciones graves: 

b) El incumplimiento de las exigencias de accesibilidad, así como la 

negativa a adoptar las medidas de ajuste razonable, a que se refiere el 

artículo 66 así como en sus normas de desarrollo.  

Artículo 84. 1 i) Criterios de graduación de las sanciones. 

1. Las sanciones se aplicarán en grado mínimo, medio y máximo con arreglo 

a los siguientes criterios: 

i) La alteración social producida por la realización de conductas 

discriminatorias y de acoso, la inobservancia o el incumplimiento de las 

exigencias de accesibilidad y de las exigencias de eliminación de 

obstáculos y de realizar ajustes razonables.  

Artículo 90. Garantía de accesibilidad de los procedimientos. 

Los procedimientos sancionadores que se incoen con arreglo a lo 

establecido en esta ley, deberán estar documentados en soportes que sean 

accesibles para las personas con discapacidad, siendo obligación de la 

autoridad administrativa facilitar a las personas con discapacidad el pleno 

ejercicio de los derechos previstos en dichos procedimientos. 

Artículo 95.3 e) f) g); 95.4 f) g) Infracciones. 

3. Son infracciones graves: 

e) El incumplimiento por parte de las personas obligadas de las normas 

sobre accesibilidad de los entornos, instrumentos, equipos y tecnologías, 

medios de transporte, medios de comunicación y de los productos y 

servicios a disposición del público, así como los apoyos y medios 

asistenciales específicos para cada persona, que obstaculice o limite su 

acceso o utilización regulares por las personas con discapacidad. 

f) La negativa por parte de las personas obligadas a adoptar un ajuste 

razonable, en los términos establecidos en el artículo 66.  
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g) El incumplimiento por parte de las personas obligadas de las previsiones 

efectuadas en la disposición adicional tercera, en lo referente a la 

elaboración de los planes especiales de actuación para la implantación de 

las exigencias de accesibilidad y la no discriminación en el ámbito de que 

se trate.  

4. Son infracciones muy graves: 

f) El incumplimiento por parte de las personas obligadas de las normas 

legales sobre accesibilidad en la planificación, diseño y urbanización de 

los entornos, productos y servicios a disposición del público que impida el 

libre acceso y utilización regulares por las personas con discapacidad. 

g) El incumplimiento por parte de las personas obligadas de las normas 

legales sobre accesibilidad que impida o dificulte gravemente el ejercicio 

de derechos fundamentales y el disfrute de libertades públicas por parte de 

las personas con discapacidad.  

Disposición adicional tercera. Exigibilidad de las condiciones 

básicas de accesibilidad y no discriminación. 

1. Los supuestos y plazos máximos de exigibilidad de las condiciones 

básicas de accesibilidad y no discriminación, en todo caso, son los 

siguientes: 

a) Para el acceso y utilización de las tecnologías, productos y servicios 

relacionados con la sociedad de la información y de cualquier medio de 

comunicación social: 

(…) 

Productos y servicios existentes el 4 de diciembre de 2009, que sean 

susceptibles de ajustes razonables: 4 de diciembre de 2013. 

b) Para el acceso y utilización de los espacios públicos urbanizados y 

edificaciones: 

(…) 

Espacios y edificaciones existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean 

susceptibles de ajustes razonables: 4 de diciembre de 2017. 
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c) Para el acceso y utilización de los medios de transporte: 

(…) 

Infraestructuras y material de transporte existentes el 4 de diciembre de 

2010, que sean susceptibles de ajustes razonables: 4 de diciembre de 

2017. 

(…) 

2. Los supuestos y plazos máximos de exigibilidad de las condiciones 

básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de 

los bienes y servicios a disposición del público por las personas con 

discapacidad, en todo caso, son los siguientes: 

Bienes y servicios nuevos que sean de titularidad pública: Desde la entrada 

en vigor del real decreto que regule las condiciones básicas de 

accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los bienes 

y servicios a disposición del público. 

Bienes y servicios nuevos que sean de titularidad privada que concierten o 

suministren las administraciones públicas: Desde la entrada en vigor del 

real decreto que regule las condiciones básicas de accesibilidad y no 

discriminación para el acceso y utilización de los bienes y servicios a 

disposición del público. 

(…) 

Bienes y servicios existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean 

susceptibles de ajustes razonables, cuando sean bienes y servicios de 

titularidad pública: 4 de diciembre de 2015. 

Bienes y servicios existentes el 4 de diciembre de 2012, que sean 

susceptibles de ajustes razonables, cuando sean bienes y servicios de 

titularidad privada que concierten o suministren las administraciones 

públicas: 4 de diciembre de 2015. 

Bienes y servicios existentes el 4 de diciembre de 2015, que sean 

susceptibles de ajustes razonables, cuando sean bienes y servicios de 
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titularidad privada que no concierten o suministren las administraciones 

públicas: 4 de diciembre de 2017. 

Disposición adicional cuarta. Planes y programas de accesibilidad y 

para la no discriminación. 

1. La Administración General del Estado promoverá, en colaboración con 

otras administraciones públicas y con las organizaciones representativas de 

las personas con discapacidad y sus familias, la elaboración, desarrollo y 

ejecución de planes y programas en materia de accesibilidad y no 

discriminación. 

2. El Gobierno, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, 

aprobará un plan nacional de accesibilidad para un periodo de nueve años. 

El plan se desarrollará a través de fases de actuación trienal. En su diseño, 

aplicación y seguimiento participarán las asociaciones de utilidad pública 

más representativas en el ámbito estatal de las personas con discapacidad 

y sus familias.  

Disposición adicional quinta. Memoria de accesibilidad en las 

infraestructuras de titularidad estatal. 

Los proyectos sobre las infraestructuras de interés general de transporte, 

como carreteras, ferrocarriles, aeropuertos y puertos promovidos por la 

Administración General del Estado, incorporarán una memoria de 

accesibilidad que examine las alternativas y determine las soluciones 

técnicas necesarias para garantizar la accesibilidad universal y no 

discriminación a todos los ciudadanos con discapacidad. 

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, cuando a la vista de las 

características del proyecto, éste no incida en la accesibilidad, no será 

necesaria dicha memoria, circunstancia que se acreditará mediante 

certificación del órgano de contratación. 

Disposición adicional séptima. Infracciones y sanciones en el orden 

social. 

Las infracciones y sanciones en el orden social en materia de igualdad de 

oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas 

con discapacidad seguirán rigiéndose por el Texto Refundido de la Ley de 
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Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 5/2000, de 4 de agosto. 

Disposición adicional octava. Infracciones en materia de 

accesibilidad y ajustes razonables. 

La aplicación de lo dispuesto en los artículos 81.3.b, 95.2.a, 95.3.e, 95.3.f, 

95.3.g, 95.4.f y 95.4.g, en cuanto se derive del incumplimiento de las 

exigencias de accesibilidad o negativa a adoptar un ajuste razonable, 

quedará sujeta a lo dispuesto en los artículos 24, 25, 27, 28 y 29 y sus 

correspondientes desarrollos normativos.  

Disposición adicional duodécima. Acceso a la nacionalidad española 

en condiciones de igualdad. 

Las personas con discapacidad accederán en condiciones de igualdad a la 

nacionalidad española. Será nula cualquier norma que provoque la 

discriminación, directa o indirecta, en el acceso de las personas a la 

nacionalidad por residencia por razón de su discapacidad. En los 

procedimientos de adquisición de la nacionalidad española, las personas con 

discapacidad que lo precisen dispondrán de los apoyos y de los ajustes 

razonables que permitan el ejercicio efectivo de esta garantía de igualdad. 

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario. 

2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno 

aprobará unas condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación, 

según lo previsto en el artículo 29, para el acceso y utilización de los bienes 

y servicios a disposición del público por las personas con discapacidad.  
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Artículo 154.  

Los hijos e hijas no emancipados están bajo la patria potestad de los 

progenitores. 

La patria potestad, como responsabilidad parental, se ejercerá siempre en 

interés de los hijos e hijas, de acuerdo con su personalidad, y con respeto 

a sus derechos, su integridad física y mental. 

Esta función comprende los siguientes deberes y facultades: 

1.º Velar por ellos, tenerlos en su compañía, alimentarlos, educarlos y 

procurarles una formación integral. 

2.º Representarlos y administrar sus bienes.  

3.º Decidir el lugar de residencia habitual de la persona menor de edad, que 

solo podrá ser modificado con el consentimiento de ambos progenitores o, 

en su defecto, por autorización judicial. 

Si los hijos o hijas tuvieren suficiente madurez deberán ser oídos siempre 

antes de adoptar decisiones que les afecten sea en procedimiento 

contencioso o de mutuo acuerdo. En todo caso, se garantizará que puedan 

ser oídas en condiciones idóneas, en términos que les sean accesibles, 

comprensibles y adaptados a su edad, madurez y circunstancias, recabando 

el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario. 

Los progenitores podrán, en el ejercicio de su función, recabar el auxilio de 

la autoridad. 
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Artículo 172. 

1. Cuando la Entidad Pública a la que, en el respectivo territorio, esté 

encomendada la protección de los menores constate que un menor se 

encuentra en situación de desamparo, tiene por ministerio de la ley la tutela 

del mismo y deberá adoptar las medidas de protección necesarias para su 

guarda, poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal y, en su caso, del 

Juez que acordó la tutela ordinaria. La resolución administrativa que declare 

la situación de desamparo y las medidas adoptadas se notificará en legal 

forma a los progenitores, tutores o guardadores y al menor afectado si 

tuviere suficiente madurez y, en todo caso, si fuere mayor de doce años, 

de forma inmediata sin que sobrepase el plazo máximo de cuarenta y ocho 

horas. La información será clara, comprensible y en formato accesible, 

incluyendo las causas que dieron lugar a la intervención de la 

Administración y los efectos de la decisión adoptada, y en el caso del menor, 

adaptada a su grado de madurez. Siempre que sea posible, y especialmente 

en el caso del menor, esta información se facilitará de forma presencial.  

(…)  

Artículo 7 bis. 2 Ajustes para personas con discapacidad. 

2. Las personas con discapacidad tienen el derecho a entender y ser 

entendidas en cualquier actuación que deba llevarse a cabo. A tal fin: 

a) Todas las comunicaciones con las personas con discapacidad, orales o 

escritas, se harán en un lenguaje claro, sencillo y accesible, de un modo 

que tenga en cuenta sus características personales y sus necesidades, 

haciendo uso de medios como la lectura fácil.  

Si fuera necesario, la comunicación también se hará a la persona que preste 

apoyo a la persona con discapacidad para el ejercicio de su capacidad 

jurídica. 
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Artículo 778 bis. 4 Ingreso de menores con problemas de conducta 

en centros de protección específicos. 

4. El Juzgado, para conceder la autorización o ratificar el ingreso ya 

efectuado, deberá examinar y oír al menor, quien deberá ser informado 

sobre el ingreso en formatos accesibles y en términos que le sean 

comprensibles y adaptados a su edad y circunstancias, a la Entidad Pública, 

a los progenitores o tutores que ostentaran la patria potestad o tutela, y a 

cualquier persona cuya comparecencia estime conveniente o le sea 

solicitada, y se emitirá informe por el Ministerio Fiscal. El Juzgado recabará, 

al menos, dictamen de un facultativo por él designado, sin perjuicio de que 

pueda practicar cualquier otra prueba que considere relevante para el caso 

o le sea instada. La autorización o ratificación del ingreso únicamente 

procederá cuando no resulte posible atender, de forma adecuada, al menor 

en unas condiciones menos restrictivas. 

Artículo primero. Modificación de la Ley del Notariado, de 28 de 

mayo de 1862. 

La Ley del Notariado, de 28 de mayo de 1862
3
, queda modificada como 

sigue: 

 
3 Se recoge esta referencia, aunque en la inclusión parcial de la Ley del Notariado, 

de 28 de mayo de 1862 y recogida en el Código de la Discapacidad actualizado a 
fecha 30 de septiembre de 2021 (pp. 331-333), no incorpora todavía esta 
modificación. A su vez, la inclusión parcial de Ley 8/2021, de 2 de junio, por la 

que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con 
discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica, y recogida en dicha 

actualización, únicamente menciona la modificación de la Ley del Notariado 
referida, y no así el enunciado (pp. 199-208; p. 205).  

Se utiliza para esta referencia la: Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma 

la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el 
ejercicio de su capacidad jurídica, Pub. L. No. Ley 8/2021, BOE-A-2021-9233 

67789 (2021).  

https://www.boe.es/eli/es/l/2021/06/02/8
https://www.boe.es/eli/es/l/2021/06/02/8
https://www.boe.es/eli/es/l/2021/06/02/8
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Dos. Se añade un nuevo párrafo al final del artículo 25 con la siguiente 

redacción: 

«Para garantizar la accesibilidad de las personas con discapacidad que 

comparezcan ante Notario, estas podrán utilizar los apoyos, instrumentos y 

ajustes razonables que resulten precisos, incluyendo sistemas 

aumentativos y alternativos, braille, lectura fácil, pictogramas, dispositivos 

multimedia de fácil acceso, intérpretes, sistemas de apoyos a la 

comunicación oral, lengua de signos, lenguaje dactilológico, sistemas de 

comunicación táctil y otros dispositivos que permitan la comunicación, así 

como cualquier otro que resulte preciso.» 

Artículo 7 bis. 2 Ajustes para personas con discapacidad. 

2. Las personas con discapacidad tienen el derecho a entender y ser 

entendidas en cualquier actuación que deba llevarse a cabo. A tal fin: 

a) Todas las comunicaciones con las personas con discapacidad, orales o 

escritas, se harán en un lenguaje claro, sencillo y accesible, de un modo 

que tenga en cuenta sus características personales y sus necesidades, 

haciendo uso de medios como la lectura fácil. Si fuera necesario, la 

comunicación también se hará a la persona que preste apoyo a la persona 

con discapacidad para el ejercicio de su capacidad jurídica. 

Artículo 18. 2. 2ª; 18.2. 4ª Celebración de la comparecencia. 

2. La comparecencia se sustanciará por los trámites previstos en la Ley de 

Enjuiciamiento Civil para la vista del juicio verbal con las siguientes 

especialidades: 

2.ª El Juez o el Secretario judicial, según quien presida la comparecencia, 

oirá al solicitante, a los demás citados y a las personas que la ley disponga, 

y podrá acordar, de oficio o a instancia del solicitante o del Ministerio Fiscal 

en su caso, la audiencia de aquéllos cuyos derechos o intereses pudieran 

verse afectados por la resolución del expediente. Se garantizará, a través 

de los medios y apoyos necesarios, la intervención de las personas con 

discapacidad en términos que les sean accesibles y comprensibles. 
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4.ª Cuando el expediente afecte a los intereses de una persona menor de 

edad o persona con discapacidad, se practicarán también en el mismo acto 

o, si no fuere posible, en los diez días siguientes, las diligencias relativas a 

dichos intereses que se acuerden de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal. 

La autoridad judicial o el Letrado de la Administración de Justicia podrán 

acordar que la audiencia de la persona menor de edad o persona con 

discapacidad se practique en acto separado, sin interferencias de otras 

personas, debiendo asistir el Ministerio Fiscal. En todo caso, se garantizará 

que puedan ser oídas en condiciones idóneas, en términos que les sean 

accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y 

circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera 

necesario. 

Del resultado de la exploración se levantará en todo caso, acta por el 

Letrado de la Administración de Justicia, expresando los datos objetivos del 

desarrollo de la audiencia, en la que reflejará las manifestaciones del niño, 

niña o adolescente imprescindibles por significativas, y por ello 

estrictamente relevantes, para la decisión del expediente, cuidando de 

preservar su intimidad. Si ello tuviera lugar después de la comparecencia, 

se dará traslado del acta correspondiente a las personas interesadas para 

que puedan efectuar alegaciones en el plazo de cinco días. 

Tanto el Ministerio Fiscal en su informe como la autoridad judicial en la 

resolución que ponga fin al procedimiento deberán valorar motivadamente 

la exploración practicada. 

En lo no previsto en este precepto, se aplicará lo dispuesto en la Ley 

Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de 

modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Artículo 11. l)  Derechos ante el Registro Civil. 

l) El derecho a acceder a los servicios del Registro Civil con garantía de los 

principios de accesibilidad universal y diseño para todas las personas. 



41 
 

Artículo noveno. 1 f)  

1. Son obligaciones de cada propietario:  

f) Contribuir, con arreglo a su respectiva cuota de participación, a la 

dotación del fondo de reserva que existirá en la comunidad de propietarios 

para atender las obras de conservación, de reparación y de rehabilitación 

de la finca, así como la realización de las obras de accesibilidad recogidas 

en el artículo Diez.1. b) de esta Ley. 

El fondo de reserva, cuya titularidad corresponde a todos los efectos a la 

comunidad, estará dotado con una cantidad que en ningún caso podrá ser 

inferior al 10 por ciento de su último presupuesto ordinario. 

Con cargo al fondo de reserva la comunidad podrá suscribir un contrato de 

seguro que cubra los daños causados en la finca o bien concluir un contrato 

de mantenimiento permanente del inmueble y sus instalaciones generales. 

Artículo diez. 1. a) b)  

1. Tendrán carácter obligatorio y no requerirán de acuerdo previo de la 

Junta de propietarios, impliquen o no modificación del título constitutivo o 

de los estatutos, y vengan impuestas por las Administraciones Públicas o 

solicitadas a instancia de los propietarios, las siguientes actuaciones: 

a) Los trabajos y las obras que resulten necesarias para el adecuado 

mantenimiento y cumplimiento del deber de conservación del inmueble y 

de sus servicios e instalaciones comunes, incluyendo en todo caso, las 

necesarias para satisfacer los requisitos básicos de seguridad, habitabilidad 

y accesibilidad universal, así como las condiciones de ornato y 

cualesquiera otras derivadas de la imposición, por parte de la 

Administración, del deber legal de conservación. 

b) Las obras y actuaciones que resulten necesarias para garantizar los 

ajustes razonables en materia de accesibilidad universal y, en todo 

caso, las requeridas a instancia de los propietarios en cuya vivienda o local 

vivan, trabajen o presten servicios voluntarios, personas con discapacidad, 

o mayores de setenta años, con el objeto de asegurarles un uso adecuado 
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a sus necesidades de los elementos comunes, así como la instalación de 

rampas, ascensores u otros dispositivos mecánicos y electrónicos que 

favorezcan la orientación o su comunicación con el exterior, siempre que el 

importe repercutido anualmente de las mismas, una vez descontadas las 

subvenciones o ayudas públicas, no exceda de doce mensualidades 

ordinarias de gastos comunes. No eliminará el carácter obligatorio de estas 

obras el hecho de que el resto de su coste, más allá de las citadas 

mensualidades, sea asumido por quienes las hayan requerido. 

También será obligatorio realizar estas obras cuando las ayudas públicas a 

las que la comunidad pueda tener acceso alcancen el 75% del importe de 

las mismas. 

Artículo diecisiete.  2; 4 

Los acuerdos de la Junta de propietarios se sujetarán a las siguientes 

reglas: 

2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10.1 b), la realización de 

obras o el establecimiento de nuevos servicios comunes que tengan por 

finalidad la supresión de barreras arquitectónicas que dificulten el acceso o 

movilidad de personas con discapacidad y, en todo caso, el establecimiento 

de los servicios de ascensor, incluso cuando impliquen la modificación del 

título constitutivo, o de los estatutos, requerirá el voto favorable de la 

mayoría de los propietarios, que, a su vez, representen la mayoría de las 

cuotas de participación. 

Cuando se adopten válidamente acuerdos para la realización de obras de 

accesibilidad, la comunidad quedará obligada al pago de los gastos, aun 

cuando su importe repercutido anualmente exceda de doce mensualidades 

ordinarias de gastos comunes. 

La realización de obras o actuaciones que contribuyan a la mejora de la 

eficiencia energética acreditables a través de certificado de eficiencia 

energética del edificio o la implantación de fuentes de energía renovable de 

uso común, así como la solicitud de ayudas y subvenciones, préstamos o 

cualquier tipo de financiación por parte de la comunidad de propietarios a 

entidades públicas o privadas para la realización de tales obras o 

actuaciones, requerirá el voto favorable de la mayoría de los propietarios, 
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que, a su vez, representen la mayoría de las cuotas de participación, 

siempre que su coste repercutido anualmente, una vez descontadas las 

subvenciones o ayudas públicas y aplicada en su caso la financiación, no 

supere la cuantía de nueve mensualidades ordinarias de gastos comunes. 

El propietario disidente no tendrá el derecho reconocido en el apartado 4 de 

este artículo y el coste de estas obras, o las cantidades necesarias para 

sufragar los préstamos o financiación concedida para tal fin, tendrán la 

consideración de gastos generales a los efectos de la aplicación de las reglas 

establecidas en la letra e) del artículo noveno.1 de esta ley. 

4. Ningún propietario podrá exigir nuevas instalaciones, servicios o mejoras 

no requeridos para la adecuada conservación, habitabilidad, seguridad y 

accesibilidad del inmueble, según su naturaleza y características. 

No obstante, cuando por el voto favorable de las tres quintas partes del 

total de los propietarios que, a su vez, representen las tres quintas partes 

de las cuotas de participación, se adopten válidamente acuerdos, para 

realizar innovaciones, nuevas instalaciones, servicios o mejoras no 

requeridos para la adecuada conservación, habitabilidad, seguridad y 

accesibilidad del inmueble, no exigibles y cuya cuota de instalación exceda 

del importe de tres mensualidades ordinarias de gastos comunes, el 

disidente no resultará obligado, ni se modificará su cuota, incluso en el caso 

de que no pueda privársele de la mejora o ventaja. Si el disidente desea, 

en cualquier tiempo, participar de las ventajas de la innovación, habrá de 

abonar su cuota en los gastos de realización y mantenimiento, debidamente 

actualizados mediante la aplicación del correspondiente interés legal. 

No podrán realizarse innovaciones que hagan inservible alguna parte del 

edificio para el uso y disfrute de un propietario, si no consta su 

consentimiento expreso. 

Artículo 21. Mejoras útiles y voluntarias. 

Por lo que se refiere a las mejoras útiles y voluntarias, de cualquier 

naturaleza que sean, realizadas por el arrendatario en las fincas 

arrendadas, se estará, en primer término, a lo que hayan acordado las 
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partes al celebrar el contrato o en cualquier otro momento y, en defecto de 

pacto, se aplicará el régimen establecido por el Código Civil para el poseedor 

de buena fe. 

Asimismo, y previa notificación al arrendador, el arrendatario podrá realizar 

obras de accesibilidad en el interior de los edificios de la finca que le sirvan 

de vivienda, siempre que no provoquen una disminución de la estabilidad o 

seguridad del edificio y sean necesarias para que puedan ser utilizados de 

forma adecuada y acorde con la discapacidad o la edad superior a 70 años, 

tanto del arrendatario como de su cónyuge, de la persona que conviva con 

el arrendatario de forma permanente en análoga relación de afectividad con 

independencia de su orientación sexual, de sus familiares hasta el cuarto 

grado de consanguinidad que conviva con alguno de ellos de forma 

permanente y de aquellas personas que trabajen, o presten servicios 

altruistas o voluntarios para cualquiera de las anteriores en la vivienda 

enclavada en la finca rústica. Al término del contrato, el arrendatario estará 

obligado a reponer la vivienda a su estado anterior, si así se lo exigiera el 

arrendador.  

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos. 

1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 

2016/679, podrán ejercerse directamente o por medio de representante 

legal o voluntario. 

2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado 

sobre los medios a su disposición para ejercer los derechos que le 

corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el 

afectado. El ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo 

de optar el afectado por otro medio. 

Disposición adicional decimoséptima. Tratamientos de datos de 

salud. 
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2. El tratamiento de datos en la investigación en salud se regirá por los 

siguientes criterios: 

c) Se considerará lícita y compatible la reutilización de datos personales con 

fines de investigación en materia de salud y biomédica cuando, habiéndose 

obtenido el consentimiento para una finalidad concreta, se utilicen los datos 

para finalidades o áreas de investigación relacionadas con el área en la que 

se integrase científicamente el estudio inicial. 

En tales casos, los responsables deberán publicar la información establecida 

por el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 

del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas 

físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre 

circulación de estos datos, en un lugar fácilmente accesible de la página 

web corporativa del centro donde se realice la investigación o estudio 

clínico, y, en su caso, en la del promotor, y notificar la existencia de esta 

información por medios electrónicos a los afectados. Cuando estos carezcan 

de medios para acceder a tal información, podrán solicitar su remisión en 

otro formato. 

Artículo 5.3 Derecho a la información. 

3. Las Administraciones Públicas incentivarán la producción y difusión de 

materiales informativos y otros destinados a los menores, que respeten los 

criterios enunciados, al mismo tiempo que facilitarán el acceso de los 

menores a los servicios de información, documentación, bibliotecas y demás 

servicios culturales incluyendo una adecuada sensibilización sobre la oferta 

legal de ocio y cultura en Internet y sobre la defensa de los derechos de 

propiedad intelectual. 

En particular, velarán porque los medios de comunicación en sus mensajes 

dirigidos a menores promuevan los valores de igualdad, solidaridad, 

diversidad y respeto a los demás, eviten imágenes de violencia, explotación 
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en las relaciones interpersonales, o que reflejen un trato degradante o 

sexista, o un trato discriminatorio hacia las personas con discapacidad. En 

el ámbito de la autorregulación, las autoridades y organismos competentes 

impulsarán entre los medios de comunicación, la generación y supervisión 

del cumplimiento de códigos de conducta destinados a salvaguardar la 

promoción de los valores anteriormente descritos, limitando el acceso a 

imágenes y contenidos digitales lesivos para los menores, a tenor de lo 

contemplado en los códigos de autorregulación de contenidos aprobados. 

Se garantizará la accesibilidad, con los ajustes razonables precisos, de 

dichos materiales y servicios, incluidos los de tipo tecnológico, para los 

menores con discapacidad. 

Los poderes públicos y los prestadores fomentarán el disfrute pleno de la 

comunicación audiovisual para los menores con discapacidad y el uso de 

buenas prácticas que evite cualquier discriminación o repercusión negativa 

hacia dichas personas. 

Artículo 7.1. Derecho de participación, asociación y reunión. 

1. Los menores tienen derecho a participar plenamente en la vida social, 

cultural, artística y recreativa de su entorno, así como a una incorporación 

progresiva a la ciudadanía activa. 

Los poderes públicos promoverán la constitución de órganos de 

participación de los menores y de las organizaciones sociales de infancia y 

adolescencia. 

Se garantizará la accesibilidad de los entornos y la provisión de ajustes 

razonables para que los menores con discapacidad puedan desarrollar su 

vida social, cultural, artística y recreativa. 

Artículo 9.1 Derecho a ser oído y escuchado. 

1. El menor tiene derecho a ser oído y escuchado sin discriminación alguna 

por edad, discapacidad o cualquier otra circunstancia, tanto en el ámbito 

familiar como en cualquier procedimiento administrativo, judicial o de 

mediación en que esté afectado y que conduzca a una decisión que incida 
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en su esfera personal, familiar o social, teniéndose debidamente en cuenta 

sus opiniones, en función de su edad y madurez. Para ello, el menor deberá 

recibir la información que le permita el ejercicio de este derecho en un 

lenguaje comprensible, en formatos accesibles y adaptados a sus 

circunstancias. 

En los procedimientos judiciales o administrativos, las comparecencias o 

audiencias del menor tendrán carácter preferente, y se realizarán de forma 

adecuada a su situación y desarrollo evolutivo, con la asistencia, si fuera 

necesario, de profesionales cualificados o expertos, cuidando preservar su 

intimidad y utilizando un lenguaje que sea comprensible para él, en 

formatos accesibles y adaptados a sus circunstancias informándole tanto 

de lo que se le pregunta como de las consecuencias de su opinión, con pleno 

respeto a todas las garantías del procedimiento. 

Artículo 9 bis. 2 Deberes de los menores. 

2. Los poderes públicos promoverán la realización de acciones dirigidas a 

fomentar el conocimiento y cumplimiento de los deberes y 

responsabilidades de los menores en condiciones de igualdad, no 

discriminación y accesibilidad universal. 

Artículo 10.1 Medidas para facilitar el ejercicio de los derechos. 

1. Los menores tienen derecho a recibir de las Administraciones Públicas, o 

a través de sus entidades colaboradoras, la información en formato 

accesible y asistencia adecuada para el efectivo ejercicio de sus derechos, 

así como a que se garantice su respeto. 

Artículo 11.1; 11.2 k) Principios rectores de la acción 

administrativa. 

1. Las Administraciones Públicas facilitarán a los menores la asistencia 

adecuada para el ejercicio de sus derechos, incluyendo los recursos de 

apoyo que precisen. 

Las Administraciones Públicas, en los ámbitos que les son propios, 

articularán políticas integrales encaminadas al desarrollo de la infancia y la 

adolescencia y, de modo especial, las referidas a los derechos enumerados 

en esta ley. Los menores tendrán derecho a acceder a tales servicios por sí 
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mismos o a través de sus progenitores, tutores, guardadores o acogedores, 

quienes a su vez tendrán el deber de utilizarlos en interés de los menores. 

Se impulsarán políticas compensatorias dirigidas a corregir las 

desigualdades sociales. En todo caso, el contenido esencial de los derechos 

del menor no podrá quedar afectado por falta de recursos sociales básicos. 

Se garantizará a los menores con discapacidad y a sus familias los servicios 

sociales especializados que su discapacidad precise. 

Las Administraciones Públicas deberán tener en cuenta las necesidades de 

los menores al ejercer sus competencias, especialmente en materia de 

control sobre productos alimenticios, consumo, vivienda, educación, 

sanidad, servicios sociales, cultura, deporte, espectáculos, medios de 

comunicación, transportes, tiempo libre, juego, espacios libres y nuevas 

tecnologías (TICs). 

Las Administraciones Públicas tendrán particularmente en consideración la 

adecuada regulación y supervisión de aquellos espacios, centros y servicios 

en los que permanezcan habitualmente menores, en lo que se refiere a sus 

condiciones físico-ambientales, higiénico-sanitarias, de accesibilidad y 

diseño universal y de recursos humanos, así como a sus proyectos 

educativos inclusivos, a la participación de los menores y a las demás 

condiciones que contribuyan a asegurar sus derechos. 

2. Serán principios rectores de la actuación de los poderes públicos en 

relación con los menores: 

k) La accesibilidad universal de los menores con discapacidad y los 

ajustes razonables, así como su inclusión y participación plenas y 

efectivas. 

Artículo 12. Actuaciones de protección. 

2. Los poderes públicos velarán para que los progenitores, tutores, 

guardadores o acogedores, desarrollen adecuadamente sus 

responsabilidades y les facilitarán servicios accesibles de prevención, 

asesoramiento y acompañamiento en todas las áreas que afectan al 

desarrollo de los menores. 

Artículo 17.4 Actuaciones en situaciones de riesgo. 
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4. La valoración de la situación de riesgo conllevará la elaboración y puesta 

en marcha de un proyecto de intervención social y educativo familiar que 

deberá recoger los objetivos, actuaciones, recursos y previsión de plazos, 

promoviendo los factores de protección del menor y manteniendo a éste en 

su medio familiar. Se procurará la participación de los progenitores, tutores, 

guardadores o acogedores en la elaboración del proyecto. En cualquier 

caso, será oída y tenida en cuenta la opinión de éstos en el intento de 

consensuar el proyecto, que deberá ser firmado por las partes, para lo que 

se les comunicará de manera comprensible y en formato accesible. 

También se comunicará y consultará con el menor si tiene suficiente 

madurez y, en todo caso, a partir de los doce años. 

Artículo 21.2 Acogimiento residencial. 

2. Todos los centros de acogimiento residencial que presten servicios 

dirigidos a menores en el ámbito de la protección deberán estar siempre 

habilitados administrativamente por la Entidad Pública, debiendo respetar 

el régimen de habilitación lo dispuesto en la Ley 20/2013, de 9 de 

diciembre, de garantía de la unidad de mercado. Además, deberán existir 

estándares de calidad y accesibilidad por cada tipo de servicio. 

La Entidad Pública regulará el régimen de funcionamiento de los centros de 

acogimiento residencial e inscribirá en el registro correspondiente a las 

entidades de acuerdo con sus disposiciones, prestando especial atención a 

la seguridad, sanidad, accesibilidad para personas con discapacidad, 

número, ratio y cualificación profesional de su personal, proyecto educativo, 

participación de los menores en su funcionamiento interno y demás 

condiciones que contribuyan a asegurar sus derechos. 

Asimismo, la Entidad Pública promoverá modelos de acogimiento 

residencial con núcleos reducidos de menores que convivan en condiciones 

similares a las familiares. 

Artículo 25.5 Acogimiento residencial en centros de protección 

específicos de menores con problemas de conducta. 

5. En el caso de menores con discapacidad, se continuará con los apoyos 

especializados que vinieran recibiendo o se adoptarán otros más adecuados, 
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incorporando en todo caso medidas de accesibilidad en los centros de 

ingreso y en las actuaciones que se lleven a cabo. 

Artículo 31 ter. 2; 31 ter. 3; 31 ter 5 Accesibilidad para personas con 

discapacidad. 

2. En aquellos supuestos especiales que no entren en conflicto con la 

explotación normal de la obra, y que no perjudiquen en exceso los intereses 

legítimos del titular del derecho, las entidades autorizadas establecidas en 

España que produzcan ejemplares en formato accesible de obras para uso 

exclusivo de personas ciegas, con discapacidad visual o con otras 

dificultades para acceder a textos impresos, podrán llevar a cabo los actos 

del apartado anterior, de la forma referida en el mismo, para uso exclusivo 

de dichos beneficiarios o de una entidad autorizada establecida en cualquier 

Estado miembro de la Unión Europea. Asimismo, los beneficiarios y las 

entidades autorizadas establecidas en España podrán conseguir o consultar 

un ejemplar en formato accesible facilitado por una entidad autorizada 

establecida en cualquier Estado miembro de la Unión Europea. 

Se entiende por discapacidad visual y dificultad para acceder a obras 

impresas, incluido el formato audio y los formatos digitales, a los efectos 

de determinar los beneficiarios de este apartado, las que tienen las 

personas que: 

a) sean ciegas; 

b) tengan una discapacidad visual que no pueda corregirse para darle una 

función visual sustancialmente equivalente a la de una persona sin ese tipo 

de discapacidad, y que, en consecuencia, no sean capaces de leer obras 

impresas en una medida sustancialmente equivalente a la de una persona 

sin ese tipo de discapacidad; 
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c) tengan una dificultad para percibir o leer que, en consecuencia, las 

incapacite para leer obras impresas en una medida sustancialmente 

equivalente a la de una persona sin esa dificultad, o 

d) no puedan, debido a una discapacidad física, sostener o manipular un 

libro o centrar la vista o mover los ojos en la medida que normalmente sería 

aceptable para la lectura.  

Serán entidades autorizadas, a los efectos de este artículo, aquellas 

entidades que proporcionen sin ánimo de lucro a las personas ciegas, con 

discapacidad visual o con otras dificultades para acceder a textos impresos, 

educación, formación pedagógica, lectura adaptada o acceso a la 

información, o que, siendo instituciones públicas u organizaciones sin ánimo 

de lucro, tengan estos servicios como una de sus actividades principales, 

como una de sus obligaciones institucionales o como parte de sus misiones 

de interés público. 

3. Las entidades autorizadas a los efectos de este artículo, deberán: 

a) Distribuir, comunicar o poner a disposición ejemplares en formato 

accesible de obras para uso exclusivo de los beneficiarios del apartado 

anterior o de otras entidades autorizadas. 

b) Tomar las medidas necesarias para desincentivar la reproducción, 

distribución, comunicación al público o puesta a disposición del público, de 

forma no autorizada, de ejemplares en formato accesible. 

c) Gestionar con la diligencia debida las obras, así como sus ejemplares, en 

formato accesible, y mantener un registro de dicha gestión. 

c) Gestionar con la diligencia debida las obras, así como sus ejemplares, en 

formato accesible, y mantener un registro de dicha gestión 

d) Publicar información sobre las actuaciones realizadas en aplicación de las 

letras anteriores, siendo suficiente, a estos efectos, una actualización 

semestral en su portal de internet y una remisión de dicha información, 

actualizada semestralmente, al centro directivo del Ministerio de Cultura y 
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Deporte competente en materia de propiedad intelectual y a la entidad o 

entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual que representen 

a los titulares de las obras adaptadas a formato accesible. El referido 

centro directivo del Ministerio de Cultura y Deporte creará y llevará un 

registro de las entidades autorizadas y podrá comprobar, en cualquier 

momento, las actuaciones informadas por estas. 

e) Facilitar de forma accesible, previa solicitud, la lista de obras y formatos 

disponibles según lo previsto en la anterior letra d), y los datos de las 

entidades autorizadas con las que hayan intercambiado ejemplares en 

formato accesible, a los beneficiarios del apartado anterior, a otras 

entidades autorizadas o a los titulares de derechos.  

El Ministerio de Cultura y Deporte remitirá a la Comisión Europea la 

información que haya recibido de las entidades autorizadas, incluyendo su 

nombre y datos de contacto. 

Estas obligaciones deberán cumplirse respetando plenamente la normativa 

vigente en materia de tratamiento de datos personales. 

5. Lo previsto en los anteriores apartados 2, 3 y 4 lo es sin perjuicio de la 

aplicabilidad de la normativa de la Unión Europea en materia de intercambio 

transfronterizo entre esta y terceros países de ejemplares en formato 

accesible de determinadas obras y otras prestaciones protegidas por 

derechos de autor y derechos afines en favor de personas ciegas, con 

discapacidad visual o con otras dificultades para acceder a textos impresos. 

Artículo 153. Requisitos de los operadores de gestión 

independientes. 

4. Los operadores de gestión independientes deberán publicar en su página 

web de forma fácilmente accesible y mantener actualizada la siguiente 

información: 

a) Sus estatutos. 

b) Las condiciones para que un titular de derechos de propiedad intelectual 

pueda celebrar con ellos un contrato de gestión. 

c) El repertorio que gestiona y todas sus actualizaciones. 
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d) Sus tarifas por el uso de los derechos conferidos a su gestión, descuentos 

incluidos. 

e) Los contratos generales que tengan suscritos con asociaciones de 

usuarios y los modelos de contrato que habitualmente se utilicen para cada 

modalidad de uso de su repertorio. 

f) Las reglas de reparto de los importes que deben abonarse a los titulares 

de derechos. 

g) Sus descuentos de gestión y otras deducciones aplicadas a los derechos 

recaudados. 

Disposición final tercera. Adaptación normativa. 

El Gobierno remitirá a las Cortes Generales un proyecto de ley de 

modificación de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de 

la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de 

información y documentación clínica, y de la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de 

marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del 

embarazo, con el objetivo de reforzar que las personas con discapacidad 

que precisen de apoyos humanos y materiales, incluidos los tecnológicos, 

cuenten con la información necesaria y la documentación clínica en 

formatos, canales y soportes accesibles para que la decisión que adopten 

en su calidad de pacientes sea libre e informada, y para reforzar la 

obligación de los poderes públicos de garantizar el derecho a la salud sexual 

y reproductiva de las personas con discapacidad. 
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Artículo 118.  

1. Toda persona a quien se atribuya un hecho punible podrá ejercitar el 

derecho de defensa, interviniendo en las actuaciones, desde que se le 

comunique su existencia, haya sido objeto de detención o de cualquier otra 

medida cautelar o se haya acordado su procesamiento, a cuyo efecto se le 

instruirá, sin demora injustificada, de los siguientes derechos:  

a) Derecho a ser informado de los hechos que se le atribuyan, así como de 

cualquier cambio relevante en el objeto de la investigación y de los hechos 

imputados. Esta información será facilitada con el grado de detalle 

suficiente para permitir el ejercicio efectivo del derecho de defensa. 

b) Derecho a examinar las actuaciones con la debida antelación para 

salvaguardar el derecho de defensa y en todo caso, con anterioridad a que 

se le tome declaración. 

c) Derecho a actuar en el proceso penal para ejercer su derecho de defensa 

de acuerdo con lo dispuesto en la ley. 

d) Derecho a designar libremente abogado, sin perjuicio de lo dispuesto en 

el apartado 1 a) del artículo 527. 

e) Derecho a solicitar asistencia jurídica gratuita, procedimiento para 

hacerlo y condiciones para obtenerla. 

f) Derecho a la traducción e interpretación gratuitas de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 123 y 127. 

g) Derecho a guardar silencio y a no prestar declaración si no desea hacerlo, 

y a no contestar a alguna o algunas de las preguntas que se le formulen. 

h) Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable. 

La información a que se refiere este apartado se facilitará en un lenguaje 

comprensible y que resulte accesible. A estos efectos se adaptará la 

información a la edad del destinatario, su grado de madurez, discapacidad 
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y cualquier otra circunstancia personal de la que pueda derivar una 

modificación de la capacidad para entender el alcance de la información que 

se le facilita. 

Artículo 126.  

La renuncia a los derechos a que se refiere el artículo 123 deberá ser 

expresa y libre, y solamente será válida si se produce después de que el 

imputado o acusado haya recibido un asesoramiento jurídico suficiente y 

accesible que le permita tener conocimiento de las consecuencias de su 

renuncia. En todo caso, los derechos a los que se refieren las letras a) y c) 

del apartado 1 del artículo 123 no podrán ser renunciados. 

Artículo 449 ter.  

Cuando una persona menor de catorce años o una persona con discapacidad 

necesitada de especial protección deba intervenir en condición de testigo 

en un procedimiento judicial que tenga por objeto la instrucción de un delito 

de homicidio, lesiones, contra la libertad, contra la integridad moral, trata 

de seres humanos, contra la libertad e indemnidad sexuales, contra la 

intimidad, contra las relaciones familiares, relativos al ejercicio de derechos 

fundamentales y libertades públicas, de organizaciones y grupos criminales 

y terroristas y de terrorismo, la autoridad judicial acordará, en todo caso, 

practicar la audiencia del menor como prueba preconstituida, con todas las 

garantías de la práctica de prueba en el juicio oral y de conformidad con lo 

establecido en el artículo anterior. Este proceso se realizará con todas las 

garantías de accesibilidad y apoyos necesarios. 

La autoridad judicial podrá acordar que la audiencia del menor de catorce 

años se practique a través de equipos psicosociales que apoyarán al 

Tribunal de manera interdisciplinar e interinstitucional, recogiendo el 

trabajo de los profesionales que hayan intervenido anteriormente y 

estudiando las circunstancias personales, familiares y sociales de la persona 

menor o con discapacidad, para mejorar el tratamiento de los mismos y el 

rendimiento de la prueba. En este caso, las partes trasladarán a la autoridad 

judicial las preguntas que estimen oportunas quien, previo control de su 

pertinencia y utilidad, se las facilitará a las personas expertas. Una vez 

realizada la audiencia del menor, las partes podrán interesar, en los mismos 
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términos, aclaraciones al testigo. La declaración siempre será grabada y el 

Juez, previa audiencia de las partes, podrá recabar del perito un informe 

dando cuenta del desarrollo y resultado de la audiencia del menor. 

Para el supuesto de que la persona investigada estuviere presente en la 

audiencia del menor se evitará su confrontación visual con el testigo, 

utilizando para ello, si fuese necesario, cualquier medio técnico. 

Las medidas previstas en este artículo podrán ser aplicables cuando el delito 

tenga la consideración de leve. 

Artículo 520. 2; 2 bis 

2. Toda persona detenida o presa será informada por escrito, en un lenguaje 

sencillo y accesible, en una lengua que comprenda y de forma inmediata, 

de los hechos que se le atribuyan y las razones motivadoras de su privación 

de libertad, así como de los derechos que le asisten y especialmente de los 

siguientes: 

a) Derecho a guardar silencio no declarando si no quiere, a no contestar 

alguna o algunas de las preguntas que le formulen, o a manifestar que sólo 

declarará ante el juez. 

b) Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable. 

c) Derecho a designar abogado, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 

1.a) del artículo 527 y a ser asistido por él sin demora injustificada. En caso 

de que, debido a la lejanía geográfica no sea posible de inmediato la 

asistencia de letrado, se facilitará al detenido comunicación telefónica o por 

videoconferencia con aquél, salvo que dicha comunicación sea imposible. 

d) Derecho a acceder a los elementos de las actuaciones que sean 

esenciales para impugnar la legalidad de la detención o privación de 

libertad. 

e) Derecho a que se ponga en conocimiento del familiar o persona que 

desee, sin demora injustificada, su privación de libertad y el lugar de 

custodia en que se halle en cada momento. Los extranjeros tendrán derecho 
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a que las circunstancias anteriores se comuniquen a la oficina consular de 

su país. 

f) Derecho a comunicarse telefónicamente, sin demora injustificada, con un 

tercero de su elección. Esta comunicación se celebrará en presencia de un 

funcionario de policía o, en su caso, del funcionario que designen el juez o 

el fiscal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 527. 

g) Derecho a ser visitado por las autoridades consulares de su país, a 

comunicarse y a mantener correspondencia con ellas. 

h) Derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete, cuando se trate 

de extranjero que no comprenda o no hable el castellano o la lengua oficial 

de la actuación de que se trate, o de personas sordas o con discapacidad 

auditiva, así como de otras personas con dificultades del lenguaje. 

i) Derecho a ser reconocido por el médico forense o su sustituto legal y, en 

su defecto, por el de la institución en que se encuentre, o por cualquier otro 

dependiente del Estado o de otras Administraciones Públicas. 

j) Derecho a solicitar asistencia jurídica gratuita, procedimiento para 

hacerlo y condiciones para obtenerla. 

Asimismo, se le informará del plazo máximo legal de duración de la 

detención hasta la puesta a disposición de la autoridad judicial y del 

procedimiento por medio del cual puede impugnar la legalidad de su 

detención. 

Cuando no se disponga de una declaración de derechos en una lengua que 

comprenda el detenido, se le informará de sus derechos por medio de un 

intérprete tan pronto resulte posible. En este caso, deberá entregársele, 

posteriormente y sin demora indebida, la declaración escrita de derechos 

en una lengua que comprenda. 

En todos los casos se permitirá al detenido conservar en su poder la 

declaración escrita de derechos durante todo el tiempo de la detención. 

2 bis. La información a que se refiere el apartado anterior se facilitará en 

un lenguaje comprensible y que resulte accesible al destinatario. A estos 

efectos se adaptará la información a su edad, grado de madurez, 
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discapacidad y cualquier otra circunstancia personal de la que pueda derivar 

una limitación de la capacidad para entender el alcance de la información 

que se le facilita. 

Artículo 703 bis.  

Cuando en fase de instrucción, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 

449 bis y siguientes, se haya practicado como prueba preconstituida la 

declaración de un testigo, se procederá, a instancia de la parte interesada, 

a la reproducción en la vista de la grabación audiovisual, de conformidad 

con el artículo 730.2, sin que sea necesaria la presencia del testigo en la 

vista. 

En los supuestos previstos en el artículo 449 ter, la autoridad judicial solo 

podrá acordar la intervención del testigo en el acto del juicio, con carácter 

excepcional, cuando sea interesada por alguna de las partes y considerada 

necesaria en resolución motivada, asegurando que la grabación audiovisual 

cuenta con los apoyos de accesibilidad cuando el testigo sea una persona 

con discapacidad. 

En todo caso, la autoridad judicial encargada del enjuiciamiento, a instancia 

de parte, podrá acordar su intervención en la vista cuando la prueba 

preconstituida no reúna todos los requisitos previstos en el artículo 449 bis 

y cause indefensión a alguna de las partes. 

Artículo 707. 

Todos los testigos están obligados a declarar lo que supieren sobre lo que 

les fuere preguntado, con excepción de las personas expresadas en los 

artículos 416, 417 y 418, en sus respectivos casos. 

Fuera de los casos previstos en el artículo 703 bis, cuando una persona 

menor de dieciocho años o una persona con discapacidad necesitada de 

especial protección deba intervenir en el acto del juicio, su declaración se 

llevará a cabo, cuando resulte necesario para impedir o reducir los perjuicios 

que para ella puedan derivar del desarrollo del proceso o de la práctica de 

la diligencia, evitando la confrontación visual con la persona inculpada. Con 

este fin podrá ser utilizado cualquier medio técnico que haga posible la 

práctica de esta prueba, incluyéndose la posibilidad de que los testigos 
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puedan ser oídos sin estar presentes en la sala mediante la utilización de 

tecnologías de la comunicación accesible. 

Estas medidas serán igualmente aplicables a las declaraciones de las 

víctimas cuando de su evaluación inicial o posterior derive la necesidad de 

estas medidas de protección. 

Artículo 4. a) Derecho a entender y ser entendida. 

Toda víctima tiene el derecho a entender y ser entendida en cualquier 

actuación que deba llevarse a cabo desde la interposición de una denuncia 

y durante el proceso penal, incluida la información previa a la interposición 

de una denuncia. 

A tal fin: 

a) Todas las comunicaciones con las víctimas, orales o escritas, se harán en 

un lenguaje claro, sencillo y accesible, de un modo que tenga en cuenta 

sus características personales y, especialmente, las necesidades de las 

personas con discapacidad sensorial, intelectual o mental o su minoría de 

edad. Si la víctima fuera menor o tuviera la capacidad judicialmente 

modificada, las comunicaciones se harán a su representante o a la persona 

que le asista. 

Artículo 5.1 f); 5.1 g) Derecho a la información desde el primer 

contacto con las autoridades competentes. 

1. Toda víctima tiene derecho, desde el primer contacto con las autoridades 

y funcionarios, incluyendo el momento previo a la presentación de la 

denuncia, a recibir, sin retrasos innecesarios, información adaptada a sus 

circunstancias y condiciones personales y a la naturaleza del delito cometido 

y de los daños y perjuicios sufridos, sobre los siguientes extremos: 

f) Servicios de interpretación y traducción disponibles. 

g) Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles. 

Artículo 18. Derecho a la información. 
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1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir 

plena información y asesoramiento adecuado a su situación personal, a 

través de los servicios, organismos u oficinas que puedan disponer las 

Administraciones Públicas. 

Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta Ley 

relativas a su protección y seguridad, y los derechos y ayudas previstos en 

la misma, así como la referente al lugar de prestación de los servicios de 

atención, emergencia, apoyo y recuperación integral. 

2. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con 

discapacidad víctimas de violencia de género tengan acceso integral a la 

información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta 

información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las 

personas con discapacidad, tales como lengua de signos u otras 

modalidades u opciones de comunicación, incluidos los sistemas 

alternativos y aumentativos. 

3. Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres 

víctimas de violencia de género que por sus circunstancias personales y 

sociales puedan tener una mayor dificultad para el acceso integral a la 

información, tengan garantizado el ejercicio efectivo de este derecho. 

Artículo 18. Derecho a la información. 

2. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con 

discapacidad víctimas de violencia de género tengan acceso integral a la 

información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta 

información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las 

personas con discapacidad, tales como lengua de signos u otras 

modalidades u opciones de comunicación, incluidos los sistemas 

alternativos y aumentativos. 
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Artículo 1. Declaración de servicio esencial. 

A los efectos de lo previsto en la presente Ley, los servicios a los que se 

refieren los artículos 2 a 5 del mismo tendrán la consideración de servicios 

esenciales con los efectos previstos en el Real Decreto 463/2020, de 14 de 

marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 

situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, sus normas de 

desarrollo; el Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se 

regula un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras 

por cuenta ajena que no presten servicios esenciales, con el fin de reducir 

la movilidad de la población en el contexto de la lucha contra el COVID-19, 

y el resto del ordenamiento jurídico. 

Téngase en cuenta que, a los efectos de lo previsto en la presente 

Ley, se prorroga hasta el 31 de octubre de 2021, la consideración 

como esenciales de los servicios establecidos en sus artículos 2 a 5, 

según determina el art. 4 del Real Decreto-ley 16/2021, de 3 de 

agosto. Ref. BOE-A-2021-13259 

Cuando, además, enfrentan discriminación interseccional se garantizará la 

accesibilidad a los derechos previstos en esta Ley para todas las mujeres: 

independientemente de su etnia, nivel socioeconómico, edad, estatus 

migratorio, diversidad funcional, discapacidad, situación de dependencia, 

lugar de residencia o cualquier otra situación que redunde en la 

discriminación descrita. 

Así, para garantizar la accesibilidad a los servicios públicos, todas las 

formas de discriminación interseccional se tendrán en cuenta por parte del 

personal que presta asistencia a las mujeres víctimas y a sus hijos e hijas 

menores a su cargo, así como en el reparto de recursos y atención a 

programas por parte de las Administraciones competentes. 

Además, todos los recursos para la protección y asistencia recogidos en esta 

Ley se prestarán tanto a las mujeres como a los menores de edad 

reconocidos como víctimas de violencia de género, en los términos de la 

disposición final tercera de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de 
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medidas de modificación del sistema de protección a la infancia y a la 

adolescencia. 

Artículo 2.1 Normal funcionamiento de los servicios de información 

y asesoramiento jurídico 24 horas, telefónica y en línea, así como 

de los servicios de teleasistencia y asistencia social integral a las 

víctimas de violencia de género. 

1. Las Administraciones Públicas competentes adoptarán las medidas 

necesarias para garantizar la prestación de los servicios de información y 

asesoramiento jurídico 24 horas, telefónica y en línea, dirigidos a las 

víctimas de violencia de género, que deben ser inclusivos y accesibles con 

las mismas características que los que se venían prestando con anterioridad 

a la declaración del estado de alarma y, en su caso, adaptando su prestación 

a las necesidades excepcionales derivadas de este. 

Artículo 3.5 Servicios de acogida a víctimas de violencia de género 

y otras formas de violencia contra las mujeres. 

5. Se establecerán protocolos de asistencia, atención y acogida accesibles 

para las mujeres con discapacidad que se pondrán a disposición de esta red 

de servicios. 

Artículo 4.3 Sistema de seguimiento por medios telemáticos del 

cumplimiento de las medidas cautelares y penas de prohibición de 

aproximación en materia de violencia de género. 

3. Las administraciones competentes supervisarán estos medios 

telemáticos para asegurar su uso y disponibilidad para las mujeres con 

discapacidad, y aplicarán las medidas de accesibilidad pertinentes para 

asegurar que puedan ser utilizados por estas mujeres. 

Artículo 6.2 Campañas institucionales para prevenir la violencia de 

género durante el estado de alarma. 

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 del Real Decreto 463/2020, 

de 14 de marzo, las autoridades competentes delegadas, así como las 

administraciones autonómicas y locales podrán disponer la inserción de las 

campañas, o los mensajes, anuncios y comunicaciones que formen parte de 
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las mismas, a las que se refiere el apartado anterior, en los medios de 

comunicación social de titularidad pública y privada. 

Las administraciones públicas competentes garantizarán que estas 

campañas cumplan con los requerimientos de accesibilidad universal. 

Artículo 39.2 Comunicación de una violación de la seguridad de los 

datos personales al interesado. 

2. La comunicación al interesado describirá con lenguaje claro, sencillo y 

accesible conforme a sus circunstancias y capacidades, la naturaleza de la 

violación de la seguridad de los datos personales y contendrá, al menos, la 

información y las medidas a las que se refiere el artículo 38.3. b), c) y d). 

Artículo 4. 1 ñ) Criterios generales. 

1. Serán de aplicación los principios y criterios generales de interpretación 

del interés superior del menor, recogidos en el artículo 2 de la Ley Orgánica 

1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación 

parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, así como los 

siguientes: 

ñ) Accesibilidad universal, como medida imprescindible, para hacer 

efectivos los mandatos de esa Ley a todos los niños, niñas y adolescentes, 

sin excepciones. 

Artículo 10.3 Derecho de información y asesoramiento. 

3. La información y el asesoramiento a la que se refieren los apartados 

anteriores deberá proporcionarse en un lenguaje claro y comprensible, en 
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un idioma que puedan entender y mediante formatos accesibles en 

términos sensoriales y cognitivos y adaptados a las circunstancias 

personales de sus destinatarios, garantizándose su acceso universal. 

Cuando se trate de territorios con lenguas cooficiales el niño, niña o 

adolescente podrá recibir dicha información en la lengua cooficial que elija. 

Artículo 11.1 Derecho de las víctimas a ser escuchadas. 

1. Los poderes públicos garantizarán que las niñas, niños y adolescentes 

sean oídos y escuchados con todas las garantías y sin límite de edad, 

asegurando, en todo caso, que este proceso sea universalmente accesible 

en todos los procedimientos administrativos, judiciales o de otra índole 

relacionados con la acreditación de la violencia y la reparación de las 

víctimas. El derecho a ser oídos de los niños, niñas y adolescentes solo 

podrá restringirse, de manera motivada, cuando sea contrario a su interés 

superior. 

Artículo 12.2. i) Derecho a la atención integral. 

2. Entre otros aspectos, la atención integral, en aras del interés superior de 

la persona menor, comprenderá especialmente medidas de: 

i) Todas estas medidas deberán tener un enfoque inclusivo y accesible 

para que puedan atender a todos los niños, niñas y adolescentes sin 

excepción. 

Artículo 17.2 Comunicación de situaciones de violencia por parte de 

niños, niñas y adolescentes. 

2. Las administraciones públicas establecerán mecanismos de comunicación 

seguros, confidenciales, eficaces, adaptados y accesibles, en un lenguaje 

que puedan comprender, para los niños, niñas y adolescentes, que podrán 

estar acompañados de una persona de su confianza que ellos mismos 

designen. 

Artículo 18. Deberes de información de los centros educativos y 

establecimientos residenciales. 

1. Todos los centros educativos al inicio de cada curso escolar, así como 

todos los establecimientos en los que habitualmente residan personas 
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menores de edad, en el momento de su ingreso, facilitarán a los niños, 

niñas y adolescentes toda la información, que, en todo caso, deberá estar 

disponible en formatos accesibles, referente a los procedimientos de 

comunicación de situaciones de violencia regulados por las administraciones 

públicas y aplicados en el centro o establecimiento, así como de las 

personas responsables en este ámbito. Igualmente, facilitarán desde el 

primer momento información sobre los medios electrónicos de 

comunicación, tales como las líneas telefónicas de ayuda a los niños, niñas 

y adolescentes. 

2. Los citados centros y establecimientos mantendrán permanentemente 

actualizada esta información en un lugar visible y accesible, adoptarán las 

medidas necesarias para asegurar que los niños, niñas y adolescentes 

puedan consultarla libremente en cualquier momento, permitiendo y 

facilitando el acceso a esos procedimientos de comunicación y a las líneas 

de ayuda existentes. 

Artículo 22.2 De la sensibilización. 

2. Estas campañas se realizarán de modo accesible, diferenciando por 

tramos de edad, de manera que se garantice el acceso a las mismas a todas 

las personas menores de edad y especialmente, a aquellas que por razón 

de su discapacidad necesiten de apoyos específicos. 

Artículo 27.2 Actuaciones específicas en el ámbito familiar. 

2. Las administraciones públicas elaborarán y/o difundirán materiales 

formativos, en formato y lenguaje accesibles en términos sensoriales y 

cognitivos, dirigidos al ejercicio positivo de las responsabilidades parentales 

o tutelares. Estos materiales contendrán formación en materia de derechos 

y deberes de los niños, niñas y adolescentes, e incluirán contenidos 

específicos referidos a combatir roles y estereotipos de género que sitúan a 

las niñas en plano de desigualdad, contenidos sobre la diversidad sexual y 

de género, como medida de prevención de conductas discriminatorias y 

violentas hacia los niños, niñas y adolescentes. 

Artículo 30. Principios. 
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El sistema educativo debe regirse por el respeto mutuo de todos los 

miembros de la comunidad educativa y debe fomentar una educación 

accesible, igualitaria, inclusiva y de calidad que permita el desarrollo pleno 

de los niños, niñas y adolescentes y su participación en una escuela segura 

y libre de violencia, en la que se garantice el respeto, la igualdad y la 

promoción de todos sus derechos fundamentales y libertades públicas, 

empleando métodos pacíficos de comunicación, negociación y resolución de 

conflictos. 

Los niños, niñas y adolescentes en todas las etapas educativas e 

independientemente de la titularidad del centro, recibirán, de forma 

transversal, una educación que incluya su participación, el respeto a los 

demás, a su dignidad y sus derechos, especialmente de aquellos menores 

que sufran especial vulnerabilidad por su condición de discapacidad o de 

algún trastorno del neurodesarrollo, la igualdad de género, la diversidad 

familiar, la adquisición de habilidades para la elección de estilos de vida 

saludables, incluyendo educación alimentaria y nutricional, y una educación 

afectivo sexual, adaptada a su nivel madurativo y, en su caso, discapacidad, 

orientada al aprendizaje de la prevención y evitación de toda forma de 

violencia y discriminación, con el fin de ayudarles a reconocerla y reaccionar 

frente a la misma. 

Artículo 38.3 Actuaciones en el ámbito sanitario. 

3. Las administraciones sanitarias competentes facilitarán el acceso de los 

niños, niñas y adolescentes a la información, a los servicios de tratamiento 

y recuperación, garantizando la atención universal y accesible a todos 

aquellos que se encuentren en las situaciones de desprotección, riesgo y 

violencia a las que se refiere esta ley. Especialmente, se garantizará una 

atención a la salud mental integral reparadora y adecuada a su edad. 

Artículo 53.1 b) c) Protocolos de actuación en los centros de 

protección de personas menores de edad. 

1. Todos los centros de protección de personas menores de edad serán 

entornos seguros e, independientemente de su titularidad, están obligados 

a aplicar los protocolos de actuación que establezca la Entidad Pública de 

Protección a la infancia, y que contendrán las actuaciones que deben 
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seguirse para la prevención, detección precoz e intervención frente a las 

posibles situaciones de violencia comprendidas en el ámbito de aplicación 

de esta ley. Estas administraciones deberán aprobar estándares e 

indicadores que permitan evaluar la eficacia de estos protocolos en su 

ámbito de aplicación. 

Entre otros aspectos, los protocolos: 

b) Establecerán mecanismos de queja y denuncia sencillos, accesibles, 

seguros y confidenciales para informar, de forma que los niños, niñas y 

adolescentes sean tratados sin riesgo de sufrir represalias. Las respuestas 

a estas quejas serán susceptibles de ser recurridas. En todo caso las 

personas menores de edad tendrán derecho a remitir quejas de forma 

confidencial al Ministerio Fiscal, a la autoridad judicial competente y al 

Defensor del Pueblo o ante las instituciones autonómicas homólogas. 

c) Garantizar que, en el momento del ingreso, el centro de protección facilite 

a la persona menor de edad, por escrito y en idioma y formato que le resulte 

comprensible y accesible, las normas de convivencia y el régimen 

disciplinario que rige en el centro, así como información sobre los 

mecanismos de queja y de comunicación existentes. 

Artículo 3. j) Principios de la Ley. 

j) La calidad, sostenibilidad y accesibilidad de los servicios de atención a 

las personas en situación de dependencia. 

Artículo 4. b) k) Derechos y obligaciones de las personas en 

situación de dependencia 

b) A recibir, en términos comprensibles y accesibles, información completa 

y continuada relacionada con su situación de dependencia. 
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k) A la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 

universal, en cualquiera de los ámbitos de desarrollo y aplicación de esta 

Ley. 

Artículo 34. 3 d) Calidad en el Sistema para la Autonomía y Atención 

a la Dependencia. 

3. Asimismo, sin perjuicio de las competencias de las Comunidades 

Autónomas y de la Administración General del Estado, el Consejo Territorial 

acordará: 

d) Cartas de servicios, adaptadas a las condiciones específicas de las 

personas dependientes, bajo los principios de no discriminación y 

accesibilidad. 

Disposición adicional tercera. Ayudas económicas para facilitar la 

autonomía personal. 

La Administración General del Estado y las administraciones de las 

Comunidades Autónomas podrán, de conformidad con sus disponibilidades 

presupuestarias, establecer acuerdos específicos para la concesión de 

ayudas económicas con el fin de facilitar la autonomía personal. Estas 

ayudas tendrán la condición de subvención e irán destinadas: 

b) A facilitar la accesibilidad y adaptaciones en el hogar que contribuyan 

a mejorar su capacidad de desplazamiento en la vivienda. 

Disposición adicional decimoquinta. Garantía de accesibilidad y 

supresión de barreras. 

Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, garantizarán las condiciones de accesibilidad en los 

entornos, procesos y procedimientos del Sistema para la Autonomía y 

Atención a la Dependencia, en los términos previstos en la Ley de igualdad 

de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las 

personas con discapacidad. 
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Artículo 15. 1 f) Beneficios generales. 

1. La Administración General del Estado, en el ámbito de sus competencias, 

deberá garantizar a las familias numerosas beneficios en relación con el 

acceso a la vivienda habitual en las siguientes materias: 

f) Facilitar la adaptación de la actual vivienda o el cambio a otra vivienda 

protegida que cumpla las condiciones de accesibilidad adecuadas a la 

discapacidad sobrevenida que afecte a un miembro de una familia 

numerosa cuando la actual no las reúna. 

Disposición adicional segunda. Inventario de entidades del Tercer 

Sector de Acción Social e información estadística. 

1. El Ministerio competente en materias de servicios sociales, en 

colaboración con las comunidades autónomas, elaborará y mantendrá 

actualizado un inventario de las entidades del Tercer Sector de Acción 

Social. El inventario se organizará en función de los diferentes tipos de 

entidades, y en coordinación con los registros y catálogos existentes en las 

comunidades autónomas. La creación del inventario se realizará previo 

informe del Consejo Estatal de Organizaciones no Gubernamentales de 

Acción Social. El inventario tendrá carácter público, será accesible por 

medios electrónicos y conforme a las normas vigentes en materia de 

accesibilidad universal. 
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Artículo 5.2 j) Valores, principios y dimensiones de la acción 

voluntaria. 

2. Se consideran principios que fundamentan la acción voluntaria: 

j) La accesibilidad de las personas con discapacidad, de las personas 

mayores y de las que están en situación de dependencia. 

Artículo 8.3 De los voluntarios. 

3. Las entidades de voluntariado deberán garantizar el derecho a la igualdad 

de oportunidades y a la accesibilidad universal de los voluntarios mayores, 

con discapacidad o en situación de dependencia, de manera que puedan 

ejercer, en igualdad de condiciones respecto del resto de los voluntarios, 

los derechos y deberes que les correspondan de acuerdo con esta Ley, 

erradicando cualquier posible forma de discriminación. 

En estos casos, el consentimiento para su incorporación a la entidad de 

voluntariado, la información y formación y las actividades que se les 

encomienden, se deberán llevar a cabo en formatos adecuados y de acuerdo 

con sus capacidades y circunstancias personales, siguiendo las pautas 

marcadas por los principios de accesibilidad universal y diseño para todos, 

de manera que les resulten accesibles, usables y comprensibles. 

Artículo 10.1. h) Derechos de los voluntarios. 

1. Los voluntarios tienen los siguientes derechos: 

h) Realizar su actividad de acuerdo con el principio de accesibilidad 

universal adaptado a la actividad que desarrollen.  
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Artículo 2.2 f) h) Objetivos. 

2. En particular, las políticas de desarrollo rural sostenible de las 

Administraciones Públicas que se deriven de esta Ley deberán orientarse a 

la consecución de los objetivos siguientes: 

f) Facilitar el acceso a la vivienda en el medio rural, y favorecer una 

ordenación territorial y un urbanismo adaptados a sus condiciones 

específicas, que garantice las condiciones básicas de accesibilidad, que 

atiendan a la conservación y rehabilitación del patrimonio construido, 

persigan un desarrollo sostenible y respeten el medio ambiente. 

h) Garantizar el derecho a que los servicios en el medio rural sean 

accesibles a las personas con discapacidad y las personas mayores. 

Artículo 4.d) Derecho a la información. 

Los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones en que se 

agrupen o que los representen, tiene derecho a ser informados, con las 

limitaciones previstas en la normativa vigente, en materia de salud pública 

por las Administraciones competentes. Este derecho comprende en todo 

caso, los siguientes: 

d) Toda la información se facilitará desagregada, para su comprensión en 

función del colectivo afectado, y estará disponible en las condiciones y 

formato que permita su plena accesibilidad a las personas con 

discapacidad de cualquier tipo. 
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Artículo diez. 2 

Todos tienen los siguientes derechos con respecto a las distintas 

administraciones públicas sanitarias: 

2. A la información sobre los servicios sanitarios a que puede acceder y 

sobre los requisitos necesarios para su uso. La información deberá 

efectuarse en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el 

principio de diseño para todos, de manera que resulten accesibles y 

comprensibles a las personas con discapacidad. 

Artículo 19. Prestación de transporte sanitario. 

El transporte sanitario, que necesariamente deberá ser accesible a las 

personas con discapacidad, consiste en el desplazamiento de enfermos por 

causas exclusivamente clínicas, cuya situación les impida desplazarse en 

los medios ordinarios de transporte. Esta prestación se facilitará de acuerdo 

con las normas que reglamentariamente se establezcan por las 

Administraciones sanitarias competentes. 

Artículo 23. Garantía de accesibilidad. 

Todos los usuarios del Sistema Nacional de Salud tendrán acceso a las 

prestaciones sanitarias reconocidas en esta ley en condiciones de igualdad 

efectiva. 
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Artículo 9.7 Límites del consentimiento informado y consentimiento 

por representación. 

7. La prestación del consentimiento por representación será adecuada a las 

circunstancias y proporcionada a las necesidades que haya que atender, 

siempre en favor del paciente y con respeto a su dignidad personal. El 

paciente participará en la medida de lo posible en la toma de decisiones a 

lo largo del proceso sanitario. Si el paciente es una persona con 

discapacidad, se le ofrecerán las medidas de apoyo pertinentes, incluida la 

información en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el 

principio del diseño para todos de manera que resulten accesibles y 

comprensibles a las personas con discapacidad, para favorecer que pueda 

prestar por sí su consentimiento. 

Artículo 7. c) Atención a la salud sexual y reproductiva. 

Los servicios públicos de salud garantizarán: 

c) La provisión de servicios de calidad para atender a las mujeres y a las 

parejas durante el embarazo, el parto y el puerperio. En la provisión de 

estos servicios, se tendrán en cuenta los requerimientos de accesibilidad 

de las personas con discapacidad. 

Artículo 9. f) Incorporación de la formación en salud sexual y 

reproductiva al sistema educativo. 

El sistema educativo contemplará la formación en salud sexual y 

reproductiva, como parte del desarrollo integral de la personalidad y de la 

formación en valores, incluyendo un enfoque integral que contribuya a: 
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f) En la incorporación de la formación en salud y salud sexual y reproductiva 

al sistema educativo, se tendrán en cuenta la realidad y las necesidades de 

los grupos o sectores sociales más vulnerables, como el de las personas con 

discapacidad proporcionando, en todo caso, a este alumnado información y 

materiales accesibles, adecuados a su edad. 

Artículo 17. Información previa al consentimiento de la interrupción 

voluntaria del embarazo. 

5. La información prevista en este artículo será clara, objetiva y 

comprensible. En el caso de las personas con discapacidad, se 

proporcionará en formatos y medios accesibles, adecuados a sus 

necesidades. 

Artículo 5.4 Donantes y contratos de donación. 

4. El contrato se formalizará por escrito entre los donantes y el centro 

autorizado. Antes de la formalización, los donantes habrán de ser 

informados de los fines y consecuencias del acto. La información y el 

consentimiento deberán efectuarse en formatos adecuados, siguiendo las 

reglas marcadas por el principio del diseño para todos, de manera que 

resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad. 

Artículo 6.4 Usuarios de las técnicas. 

4. La información y el consentimiento a que se refieren los apartados 

anteriores deberán realizarse en formatos adecuados, siguiendo las reglas 

marcadas por el principio del diseño para todos, de manera que resulten 

accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad. 

Artículo 11.7 Crioconservación de gametos y preembriones. 

7. La información y el consentimiento a que se refieren los apartados 

anteriores deberán realizarse en formatos adecuados, siguiendo las reglas 

marcadas por el principio del diseño para todos, de manera que resulten 

accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad. 
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Artículo 15.1 a) Utilización de preembriones con fines de 

investigación. 

1. La investigación o experimentación con preembriones sobrantes 

procedentes de la aplicación de las técnicas de reproducción asistida sólo 

se autorizará si se atiene a los siguientes requisitos: 

a) Que se cuente con el consentimiento escrito de la pareja o, en su caso, 

de la mujer, previa explicación pormenorizada de los fines que se persiguen 

con la investigación y sus implicaciones. Dichos consentimientos 

especificarán en todo caso la renuncia de la pareja o de la mujer, en su 

caso, a cualquier derecho de naturaleza dispositiva, económica o 

patrimonial sobre los resultados que pudieran derivarse de manera directa 

o indirecta de las investigaciones que se lleven a cabo. La información y el 

consentimiento deberán efectuarse en formatos adecuados, siguiendo las 

reglas marcadas por el principio del diseño para todos, de manera que 

resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad. 

Disposición adicional quinta. Garantía de no discriminación de las 

personas con discapacidad. 

(…)  

Asimismo, la información y el asesoramiento a que se refiere esta ley se 

prestarán a las personas con discapacidad en condiciones y formatos 

accesibles apropiados a sus necesidades. 

Artículo 4.1 Consentimiento informado y derecho a la información. 

1. Se respetará la libre autonomía de las personas que puedan participar 

en una investigación biomédica o que puedan aportar a ella sus muestras 

biológicas, para lo que será preciso que hayan prestado previamente su 

consentimiento expreso y escrito una vez recibida la información adecuada. 

La información se proporcionará por escrito y comprenderá la naturaleza, 

importancia, implicaciones y riesgos de la investigación, en los términos que 

establece esta Ley. 
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La información se prestará a las personas con discapacidad en condiciones 

y formatos accesibles apropiados a sus necesidades. 

Si el sujeto de la investigación no pudiera escribir, el consentimiento podrá 

ser prestado por cualquier medio admitido en derecho que permita dejar 

constancia de su voluntad. 

Artículo 9.2 Límites de los análisis genéticos. 

2. Los análisis genéticos se llevarán a cabo con criterios de pertinencia, 

calidad, equidad y accesibilidad. 

Artículo 45. a) Principios rectores específicos. 

Además de las garantías establecidas en el título I de esta Ley, se aplicarán 

los siguientes principios: 

a) Accesibilidad y equidad: deberá garantizarse la igualdad en el acceso 

a los análisis genéticos sin consideraciones económicas y sin requisitos 

previos relativos a posibles opciones personales. 

Artículo cuarto. e)  

La obtención de órganos procedentes de un donante vivo, para su ulterior 

injerto o implantación en otra persona, podrá realizarse si se cumplen los 

siguientes requisitos: 

e) Si el donante fuese una persona con discapacidad que cumpla los 

requisitos previstos en los apartados anteriores, la información y el 

consentimiento deberán efectuarse en formatos adecuados, siguiendo las 

reglas marcadas por el principio del diseño para todos, de manera que le 

resulten accesibles y comprensibles a su tipo de discapacidad. 

Artículo sexto. b)  

El responsable de la unidad médica en que haya de realizarse el trasplante 

solo podrá dar su conformidad si se cumplen los siguientes requisitos: 



77 
 

b) Que el receptor sea informado de que se han efectuado en los casos 

precisos los necesarios estudios inmunológicos de histocompatibilidad u 

otros que sean procedentes, entre donante y futuro receptor, efectuados 

por un laboratorio acreditado por el Ministerio de Sanidad, Política Social e 

Igualdad. La información deberá efectuarse en formatos adecuados, 

siguiendo las reglas marcadas por el principio del diseño para todos, de 

manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con 

discapacidad. 

Artículo 10.1. e) Garantías exigibles para la autorización de 

medicamentos. 

1. La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios otorgará la 

autorización a un medicamento si satisface las siguientes condiciones: 

e) Suministrar la información precisa, en formato accesible y de forma 

comprensible por el paciente, para su correcta utilización. 

Artículo 79. 8 La receta médica y la prescripción hospitalaria. 

8. El Gobierno determinará con carácter básico los requisitos mínimos que 

han de cumplir las recetas médicas extendidas y/o editadas en soporte 

informático con el fin de asegurar la accesibilidad de todos los ciudadanos, 

en condiciones de igualdad efectiva en el conjunto del territorio español, a 

la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud. (…)  

Artículo 80. 2 f) Garantías en la publicidad de medicamentos y 

productos sanitarios destinada al público en general. 

2. La publicidad de un medicamento que sea objeto de publicidad al público, 

cumplirá con los requisitos establecidos en el apartado 1 de este artículo; 

por su parte, los mensajes publicitarios deberán reunir los siguientes 

requisitos: 
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f) Los mensajes publicitarios de los medicamentos que se emitan en soporte 

audiovisual deberán cumplir las condiciones de accesibilidad para 

personas con discapacidad establecidas en el ordenamiento jurídico para la 

publicidad institucional. 

Artículo 86.2 c) Oficinas de farmacia. 

2. Las Administraciones sanitarias realizarán la ordenación de las oficinas 

de farmacia, debiendo tener en cuenta los siguientes criterios: 

c) Las exigencias mínimas materiales, técnicas y de medios, incluida la 

accesibilidad para personas con discapacidad, que establezca el Gobierno 

con carácter básico para asegurar la prestación de una correcta asistencia 

sanitaria, sin perjuicio de las competencias que tengan atribuidas las 

comunidades autónomas en esta materia. 

Artículo 4.3 Derecho a solicitar la prestación de ayuda para morir. 

3. En los procedimientos regulados en esta Ley, se garantizarán los medios 

y recursos de apoyo, materiales y humanos, incluidas las medidas de 

accesibilidad y diseño universales y los ajustes razonables que resulten 

precisos para que las personas solicitantes de la prestación de ayuda para 

morir reciban la información, formen y expresen su voluntad, otorguen su 

consentimiento y se comuniquen e interactúen con el entorno, de modo 

libre, a fin de que su decisión sea individual, madura y genuina, sin 

intromisiones, injerencias o influencias indebidas. 

En especial, se adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso 

a las personas con discapacidad al apoyo que pueden necesitar en el 

ejercicio de los derechos que tienen reconocidos en el ordenamiento 

jurídico. 
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Artículo 40.5 Movilidad geográfica. 

5. Para hacer efectivo su derecho de protección a la salud, los trabajadores 

con discapacidad que acrediten la necesidad de recibir fuera de su localidad 

un tratamiento de habilitación o rehabilitación médico-funcional o atención, 

tratamiento u orientación psicológica relacionado con su discapacidad, 

tendrán derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo, del mismo 

grupo profesional, que la empresa tuviera vacante en otro de sus centros 

de trabajo en una localidad en que sea más accesible dicho tratamiento, 

en los términos y condiciones establecidos en el apartado anterior para las 

trabajadoras víctimas de violencia de género y para las víctimas del 

terrorismo. 

Artículo 59.2 Personas con discapacidad. 

2. Cada Administración Pública adoptará las medidas precisas para 

establecer las adaptaciones y ajustes razonables de tiempos y medios en 

el proceso selectivo y, una vez superado dicho proceso, las adaptaciones en 

el puesto de trabajo a las necesidades de las personas con discapacidad. 
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Artículo 22. 3 Acceso a la formación especializada. 

3. El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Sanidad, Política Social e 

Igualdad y previo informe de la Comisión de Recursos Humanos del Sistema 

Nacional de Salud, adoptará las medidas de acción positiva necesarias para 

que, en las convocatorias anuales de pruebas selectivas, para el acceso a 

las plazas de formación sanitaria especializada, al menos, un siete por 

ciento de la totalidad de las plazas ofertadas en cada una de ellas sean 

cubiertas entre personas con discapacidad, considerando como tales las 

definidas en el apartado 2 del artículo 1 de la Ley 51/2003, de 2 de 

diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 

de las personas con discapacidad, siempre que superen el proceso selectivo, 

acrediten la discapacidad y la compatibilidad con el desempeño de las 

funciones correspondientes a la especialidad a la que se opta. 

Las Administraciones públicas competentes adoptarán las medidas 

necesarias, para que, tanto en las pruebas de acceso como en los puestos 

en los que se formen los adjudicatarios de plaza en formación, se lleven a 

cabo las adaptaciones y ajustes razonables a las necesidades de las 

personas con discapacidad. 

Artículo 33.4 e) Agencias de colocación. 

4. En todo caso, sin perjuicio de las obligaciones previstas en este Capítulo 

y de las específicas que se determinen reglamentariamente, las agencias 

de colocación deberán: 

e) Cumplir con las normas sobre accesibilidad universal de las personas 

con discapacidad y, en particular, velar por la correcta relación entre las 

características de los puestos de trabajo ofertados y el perfil académico y 

profesional requerido, a fin de no excluir del acceso al empleo a las personas 

con discapacidad. 
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Artículo 2. f) Fines del sistema. 

Los fines del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito 

laboral son: 

f) Acercar y hacer partícipes a los trabajadores de las ventajas de las 

tecnologías de la información y la comunicación, promoviendo la 

disminución de la brecha digital existente, y garantizando la accesibilidad 

de las mismas. 

Artículo 3. k) Principios del sistema. 

Los principios que rigen el sistema de formación profesional para el empleo 

son: 

k) La accesibilidad y participación de las personas con discapacidad o 

especialmente vulnerables en las acciones del sistema de formación 

profesional para el empleo, mediante la adopción de las disposiciones y 

medidas que resulten necesarias. 

Artículo 14.1 Impartición de la formación. 

1. La formación profesional para el empleo podrá impartirse de forma 

presencial, mediante teleformación, bajo plataformas y contenidos 

accesibles a las personas con discapacidad, o bien de forma mixta, 

mediante la combinación de las dos modalidades anteriores. Lo establecido 

en este apartado producirá efectos a partir del 1 de enero de 2016.  

Disposición adicional tercera. Impulso a instrumentos clave del 

Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional. 

Con el objetivo de acercar la formación profesional para el empleo a las 

necesidades reales de la economía productiva, se impulsarán algunos 

instrumentos clave del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación 

Profesional, para reforzar su calidad y eficacia, así como su adecuación a 

las necesidades formativas individuales y del sistema productivo. A estos 

efectos, y de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
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junio, de las Cualificaciones y la Formación Profesional, las Administraciones 

públicas competentes adoptarán las medidas que resulten necesarias para: 

d) Desarrollar un sistema integrado y accesible a todas las personas 

trabajadoras, especialmente a las personas con discapacidad, de 

información y orientación laboral que, sobre la base del perfil individual, 

facilite el progreso en la cualificación profesional de los trabajadores a 

través de la formación y el reconocimiento de la experiencia laboral. 

Disposición adicional quinta. Accesibilidad. 

Al objeto de favorecer el acceso de las personas con discapacidad a las 

profesiones de abogado y procurador de los tribunales, en el diseño y 

realización de los cursos y evaluaciones a que se refiere el artículo 2.2 de 

la presente ley, se tendrán en cuenta criterios de accesibilidad. 

Artículo 4.3 Igualdad de trato y de oportunidades y no 

discriminación. 

3. Las empresas están obligadas a evitar cualquier discriminación, directa 

o indirecta, particularmente por razón de sexo, edad, antigüedad o grupo 

profesional o discapacidad, de las personas trabajadoras que prestan 

servicios a distancia, asegurando la igualdad de trato y la prestación de 

apoyos, y realizando los ajustes razonables que resulten procedentes. 

Igualmente, las empresas están obligadas a tener en cuenta a las personas 

teletrabajadoras o trabajadoras a distancia y sus características laborales 

en el diagnóstico, implementación, aplicación, seguimiento y evaluación de 

medidas y planes de igualdad. 
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Artículo 11.1 Derecho a la dotación suficiente y mantenimiento de 

medios, equipos y herramientas. 

1. Las personas que trabajan a distancia tendrán derecho a la dotación y 

mantenimiento adecuado por parte de la empresa de todos los medios, 

equipos y herramientas necesarios para el desarrollo de la actividad, de 

conformidad con el inventario incorporado en el acuerdo referido en el 

artículo 7 y con los términos establecidos, en su caso, en el convenio o 

acuerdo colectivo de aplicación. En el caso de personas con discapacidad 

trabajadoras, la empresa asegurará que esos medios, equipos y 

herramientas, incluidos los digitales, sean universalmente accesibles, para 

evitar cualquier exclusión por esta causa. 

Artículo 16.1 Evaluación de riesgos y planificación de la actividad 

preventiva. 

1. La evaluación de riesgos y la planificación de la actividad preventiva del 

trabajo a distancia deberán tener en cuenta los riesgos característicos de 

esta modalidad de trabajo, poniendo especial atención en los factores 

psicosociales, ergonómicos y organizativos y de accesibilidad del entorno 

laboral efectivo. En particular, deberá tenerse en cuenta la distribución de 

la jornada, los tiempos de disponibilidad y la garantía de los descansos y 

desconexiones durante la jornada. 

La evaluación de riesgos únicamente debe alcanzar a la zona habilitada para 

la prestación de servicios, no extendiéndose al resto de zonas de la vivienda 

o del lugar elegido para el desarrollo del trabajo a distancia. 
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Artículo 5. b) Principios generales. 

Esta Ley se inspira en los siguientes principios: 

b) Accesibilidad universal: Los entornos, procesos, bienes, productos y 

servicios, así como los objetos e instrumentos, herramientas y dispositivos 

deben cumplir las condiciones necesarias para ser comprensibles, utilizables 

y practicables por todas las personas en condiciones de seguridad y 

comodidad y de la forma más autónoma y natural posible. 

Artículo 10. c) Acceso a los bienes y servicios a disposición del 

público. 

c) Salud. 

Las Administraciones Públicas competentes promoverán la prestación de 

servicios de intérpretes en lengua de signos española y/o en las lenguas de 

signos propias de las comunidades autónomas si las hubiera, en el caso de 

que así se solicite previamente, para los usuarios que lo necesiten en 

aquellos centros sanitarios que atiendan a personas sordas, con 

discapacidad auditiva y sordociegas. 

Igualmente adoptarán las medidas necesarias para que las campañas 

informativas y preventivas en materia de salud sean accesibles a las 

personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas en lenguas de 

signos españolas. 

Artículo 13.1 Participación política. 

1. Los poderes públicos, los partidos políticos y los agentes sociales 

facilitarán que las informaciones institucionales y los programas de emisión 
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gratuita y obligatoria en los medios de comunicación, de acuerdo con la 

legislación electoral y sindical, sean plenamente accesibles a las personas 

sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas mediante su emisión o 

distribución en lengua de signos española y/o en las lenguas de signos 

propias de las comunidades autónomas si las hubiera. 

Artículo 14.1; 14.2; 14.4; 14.5; 14.6 Medios de comunicación social, 

telecomunicaciones y sociedad de la información. 

1. Los poderes públicos garantizarán las medidas necesarias para que los 

medios de comunicación social, de conformidad con lo previsto en su 

regulación específica, sean accesibles a las personas sordas, con 

discapacidad auditiva y sordociegas mediante la incorporación de las 

lenguas de signos españolas. 

2. Asimismo, los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para 

que las campañas de publicidad institucionales y los distintos soportes 

audiovisuales en los que éstas se pongan a disposición del público sean 

accesibles a estas personas. 

4. Las páginas y portales de Internet de titularidad pública o financiados 

con fondos públicos se adaptarán a los estándares establecidos en cada 

momento por las autoridades competentes para lograr su accesibilidad a 

las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas mediante la 

puesta a disposición dentro de las mismas de los correspondientes sistemas 

de acceso a la información en la lengua correspondiente a su ámbito 

lingüístico. 

5. Cuando las Administraciones Públicas promuevan o subvencionen 

Congresos, Jornadas, Simposios y Seminarios en los que participen 

personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas, facilitarán su 

accesibilidad mediante la prestación de servicios de intérpretes en lengua 

de signos española y/o en las lenguas de signos propias de las comunidades 

autónomas si las hubiera, previa solicitud de los interesados. 

6. Los mensajes relativos a la declaración de estados de alarma, excepción 

y sitio, así como los mensajes institucionales deberán ser plenamente 

accesibles a todas las personas sordas, con discapacidad auditiva y 

sordociegas. 
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Artículo 19. c) Acceso a los bienes y servicios a disposición del 

público. 

c) Salud. 

Las Administraciones sanitarias promoverán los medios de apoyo a la 

comunicación oral de los usuarios que los necesiten en aquellos centros 

sanitarios que atiendan a personas sordas, con discapacidad auditiva y 

sordociegas. 

Igualmente adoptarán las medidas necesarias para que las campañas 

informativas y preventivas en materia de salud sean accesibles a las 

personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas mediante la 

incorporación de la subtitulación y de otros recursos de apoyo a la 

comunicación oral. 

Artículo 22.1 Participación política. 

1. Los poderes públicos, los partidos políticos y los agentes sociales 

facilitarán que las informaciones institucionales y los programas de emisión 

gratuita y obligatoria en los medios de comunicación, de acuerdo con la 

legislación electoral y sindical, sean plenamente accesibles a las personas 

sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas mediante su emisión o 

distribución a través de medios de apoyo a la comunicación oral. 

Artículo 23.1; 23.2 23.4; 23;5 Medios de comunicación social, 

telecomunicaciones y sociedad de la información. 

1. Los poderes públicos promoverán las medidas necesarias para que los 

medios de comunicación social de titularidad pública o con carácter de 

servicio público, de conformidad con lo previsto en su regulación específica 

sean accesibles a las personas sordas, con discapacidad auditiva y 

sordociegas a través de medios de apoyo a la comunicación oral. 

2. Asimismo, los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para 

que las campañas de publicidad institucionales y los distintos soportes 

audiovisuales en los que dichas campañas se pongan a disposición del 

público sean accesibles a estas personas mediante la incorporación del 

subtitulado. 



87 
 

4. Las páginas y portales de Internet de titularidad pública o financiados 

con fondos públicos se adaptarán a los estándares establecidos en cada 

momento por las autoridades competentes para lograr su accesibilidad a 

las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas mediante la 

puesta a disposición dentro de las mismas de los correspondientes sistemas 

de acceso a la información. 

5. Cuando las Administraciones Públicas promuevan o subvencionen 

Congresos, Jornadas, Simposios y Seminarios en los que participen 

personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas, facilitarán su 

accesibilidad mediante la utilización de medios de apoyo a la comunicación 

oral, previa solicitud de los interesados. 

Artículo 25. 1 d) Concepto y ámbito de aplicación. 

1. Se entiende por servicio universal el conjunto definido de servicios cuya 

prestación se garantiza para todos los usuarios finales con independencia 

de su localización geográfica, con una calidad determinada y a un precio 

asequible. 

Bajo el mencionado concepto de servicio universal se deberá garantizar, en 

los términos y condiciones que mediante real decreto se determinen por el 

Gobierno, que:  

d) Exista una oferta suficiente de teléfonos públicos de pago u otros puntos 

de acceso público a la telefonía vocal en todo el territorio nacional, que 

satisfaga razonablemente las necesidades de los usuarios finales en lo 

relativo a la cobertura geográfica, al número de aparatos u otros puntos de 

acceso, y a la calidad de los servicios, garantice la accesibilidad de estos 

teléfonos por los usuarios con discapacidades y permita efectuar 

gratuitamente llamadas de emergencia desde los teléfonos públicos de pago 

sin tener que utilizar ninguna forma de pago utilizando el número único de 

llamadas de emergencia 112 y otros números de emergencia españoles. 
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Artículo 6.3; 6.6 El derecho a una comunicación audiovisual 

transparente. 

3. Las informaciones a que se refiere este artículo contenidas en páginas de 

Internet, guías electrónicas de programas y otros medios de comunicación 

de los prestadores del servicio de comunicación audiovisual que sirvan para 

hacer efectivo el derecho a la transparencia regulado en este artículo, 

deberán ser accesibles a las personas con discapacidad. 

6. Las páginas de Internet, las guías electrónicas de programas y demás 

canales o vías de comunicación de los prestadores del servicio que sirvan 

para hacer efectivo el derecho a la transparencia regulado en este artículo, 

deberán ser accesibles a las personas con discapacidad. 

Artículo 8.1; 8.4 Los derechos de las personas con discapacidad. 

1. Las personas con discapacidad visual o auditiva tienen el derecho a una 

accesibilidad universal a la comunicación audiovisual, de acuerdo con las 

posibilidades tecnológicas. 

4. Los poderes públicos y los prestadores fomentarán el disfrute pleno de 

la comunicación audiovisual para las personas con discapacidad y el uso de 

buenas prácticas que evite cualquier discriminación o repercusión negativa 

hacia dichas personas. 

Con objeto de garantizar la calidad del servicio y la satisfacción de las 

personas destinatarias, los prestadores del servicio de comunicación 

audiovisual deberán atenerse, en la aplicación de las medidas de 

accesibilidad, a las normas técnicas vigentes en cada momento en 

relación con la subtitulación, la emisión en lengua de signos y la audio-

descripción. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual 

podrán emplear, excepto la Corporación RTVE, el patrocinio para sufragar 

las medidas de accesibilidad. 
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Artículo 18. Códigos de conducta. 

3. Los códigos de conducta a los que hacen referencia los apartados 

precedentes deberán ser accesibles por vía electrónica. Se fomentará su 

traducción a otras lenguas oficiales, en el Estado y de la Unión Europea, con 

objeto de darles mayor difusión. 

Artículo 20.2 Información exigida sobre las comunicaciones 

comerciales, ofertas promocionales y concursos. 

2. En los supuestos de ofertas promocionales, como las que incluyan 

descuentos, premios y regalos, y de concursos o juegos promocionales, 

previa la correspondiente autorización, se deberá asegurar, además del 

cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado anterior y en las 

normas de ordenación del comercio, que queden claramente identificados 

como tales y que las condiciones de acceso y, en su caso, de participación 

sean fácilmente accesibles y se expresen de forma clara e inequívoca. 

Artículo 27.1. b); 27.3 Obligaciones previas a la contratación. 

1. Además del cumplimiento de los requisitos en materia de información 

que se establecen en la normativa vigente, el prestador de servicios de la 

sociedad de la información que realice actividades de contratación 

electrónica tendrá la obligación de poner a disposición del destinatario, 

antes de iniciar el procedimiento de contratación y mediante técnicas 

adecuadas al medio de comunicación utilizado, de forma permanente, fácil 

y gratuita, información clara, comprensible e inequívoca sobre los 

siguientes extremos: 

b) Si el prestador va a archivar el documento electrónico en que se formalice 

el contrato y si éste va a ser accesible. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación específica, las ofertas o 

propuestas de contratación realizadas por vía electrónica serán válidas 

durante el período que fije el oferente o, en su defecto, durante todo el 

tiempo que permanezcan accesibles a los destinatarios del servicio. 
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Disposición adicional quinta. Accesibilidad para las personas con 

discapacidad y de edad avanzada a la información proporcionada 

por medios electrónicos. 

Uno. Las Administraciones públicas adoptarán las medidas necesarias para 

que la información disponible en sus respectivas páginas de Internet pueda 

ser accesible a personas con discapacidad y de edad avanzada, de acuerdo 

con los criterios de accesibilidad al contenido generalmente reconocidos, 

antes del 31 de diciembre de 2005. 

A partir del 31 de diciembre de 2008, las páginas de Internet de las 

Administraciones Públicas satisfarán, como mínimo, el nivel medio de los 

criterios de accesibilidad al contenido generalmente reconocidos. 

Excepcionalmente, esta obligación no será aplicable cuando una 

funcionalidad o servicio no disponga de una solución tecnológica que 

permita su accesibilidad. 

Las Administraciones Públicas exigirán que tanto las páginas de Internet 

cuyo diseño o mantenimiento financien total o parcialmente como las 

páginas de Internet de entidades y empresas que se encarguen de gestionar 

servicios públicos apliquen los criterios de accesibilidad antes 

mencionados. En particular, será obligatorio lo expresado en este apartado 

para las páginas de Internet y sus contenidos de los Centros públicos 

educativos, de formación y universitarios, así como, de los Centros privados 

que obtengan financiación pública. 

Las páginas de Internet de las Administraciones Públicas deberán ofrecer al 

usuario información sobre su nivel de accesibilidad y facilitar un sistema 

de contacto para que puedan transmitir las dificultades de acceso al 

contenido de las páginas de Internet o formular cualquier queja, consulta o 

sugerencia de mejora. 

Dos. Igualmente, se promoverá la adopción de normas de accesibilidad 

por los prestadores de servicios y los fabricantes de equipos y "software", 

para facilitar el acceso de las personas con discapacidad o de edad avanzada 

a los contenidos digitales. 

Tres. Las Administraciones Públicas promoverán medidas de sensibilización, 

educación y formación sobre accesibilidad con objeto de promover que los 
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titulares de otras páginas de Internet incorporen progresivamente los 

criterios de accesibilidad. 

Cuatro. Los incumplimientos de las obligaciones de accesibilidad 

establecidas en esta Disposición adicional estarán sometidos al régimen de 

infracciones y sanciones vigente en materia de igualdad de oportunidades, 

no discriminación y accesibilidad universal de las personas con 

discapacidad. 

Cinco. Las páginas de Internet de las empresas que presten servicios al 

público en general de especial trascendencia económica, sometidas a la 

obligación establecida en el artículo 2 de la Ley 56/2007, de medidas de 

impulso de la sociedad de la información, deberán satisfacer a partir del 31 

de diciembre de 2008, como mínimo, el nivel medio de los criterios de 

accesibilidad al contenido generalmente reconocidos. Excepcionalmente, 

esta obligación no será aplicable cuando una funcionalidad o servicio no 

disponga de una solución tecnológica que permita su accesibilidad. 

(…) 

Artículo 5. Accesibilidad a las campañas institucionales de 

publicidad y de comunicación. 

Se procurará el más completo acceso a la información a las personas con 

cualquier tipo de discapacidad. 

Artículo 1.2 Medidas de impulso de la factura electrónica y del uso 

de medios electrónicos en otras fases de los procesos de 

contratación. 

2. El Gobierno determinará el órgano competente de la Administración 

General del Estado que impulsará el empleo de la factura electrónica entre 
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empresarios, profesionales y demás agentes del mercado, en particular, 

entre las pequeñas y medianas empresas y en las denominadas 

microempresas, con el fin de fomentar el desarrollo del comercio 

electrónico. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con las competencias 

que tengan reconocidas por sus Estatutos, colaborarán en coordinación con 

la Administración del Estado en el impulso del empleo de la factura 

electrónica. 

El Gobierno, o en su caso las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus 

competencias, establecerán, en un plazo máximo de nueve meses desde la 

entrada en vigor de esta Ley -o en el plazo que en su lugar establezca la 

Administración competente-, en coordinación con las Comunidades 

Autónomas -cuando no les corresponda la elaboración propia- y previa 

consulta a las asociaciones relevantes representativas de las entidades 

proveedoras de soluciones técnicas de facturación electrónica, a las 

asociaciones relevantes de usuarios de las mismas y a los colegios 

profesionales que agrupen a técnicos del sector de la Sociedad de la 

Información y de las Telecomunicaciones, un plan para la generalización del 

uso de la factura electrónica en España. 

El citado Plan contendrá, entre otros, los criterios de accesibilidad y 

promoverá la interoperabilidad de las distintas soluciones de facturación 

electrónica. El Plan de la Administración General del Estado establecerá 

esquemas específicos de ayudas económicas para la implantación de la 

factura electrónica, en los cuales se contemplarán unos fondos generales 

para las Comunidades Autónomas que desarrollen su propio Plan para la 

generalización del uso de la factura electrónica, y serán estas últimas las 

que precisarán los destinos y condiciones de tramitación y concesión de las 

ayudas derivadas de estos fondos. 

Artículo 3. Ofertas públicas de contratación electrónica entre 

empresas. 

3. Para que una oferta pública de contratación electrónica entre empresas 

sea calificada de «Oferta pública de contratación electrónica de 

transparencia garantizada» deberá responder a los siguientes requisitos 

mínimos: 
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a) La empresa adjudicadora que decida recurrir a una oferta pública de 

contratación electrónica hará mención de ello en el anuncio de licitación que 

se publicará en la página corporativa de la empresa de forma accesible y 

visible para el conjunto de las empresas o para algunas previamente 

seleccionadas. 

En el anuncio de licitación se invitará a presentar ofertas en un plazo 

razonable a partir de la fecha de publicación del anuncio. 

Disposición adicional undécima. Acceso de las personas con 

discapacidad a las tecnologías de la Sociedad de la Información. 

Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, promoverán el impulso, el desarrollo y la aplicación de los 

estándares de accesibilidad para personas con discapacidad y diseño para 

todos, en todos los elementos y procesos basados en las nuevas tecnologías 

de la Sociedad de la Información. 

Artículo 5. Formatos disponibles para la reutilización. 

5. Con arreglo a lo establecido en el texto refundido de la Ley General de 

derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, los 

medios electrónicos de puesta a disposición de los documentos a que se 

refiere el apartado 1 de este artículo serán accesibles a las personas con 

discapacidad, de acuerdo con las normas técnicas existentes en la materia. 
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Artículo 2.2; 2.5 Definiciones. 

A los efectos de lo dispuesto en esta ley, y siempre que de la legislación 

específicamente aplicable no resulte otra definición más pormenorizada, los 

conceptos incluidos en este artículo serán interpretados y aplicados con el 

significado y el alcance siguientes: 

2. Infravivienda: la edificación, o parte de ella, destinada a vivienda, que 

no reúne las condiciones mínimas exigidas de conformidad con la legislación 

aplicable. En todo caso, se entenderá que no reúnen dichas condiciones las 

viviendas que incumplan los requisitos de superficie, número, dimensión y 

características de las piezas habitables, las que presenten deficiencias 

graves en sus dotaciones e instalaciones básicas y las que no cumplan los 

requisitos mínimos de seguridad, accesibilidad universal y habitabilidad 

exigibles a la edificación. 

5. Ajustes razonables: las medidas de adecuación de un edificio para 

facilitar la accesibilidad universal de forma eficaz, segura y práctica, y sin 

que supongan una carga desproporcionada. Para determinar si una carga 

es o no proporcionada se tendrán en cuenta los costes de la medida, los 

efectos discriminatorios que su no adopción podría representar, la 

estructura y características de la persona o entidad que haya de ponerla en 

práctica y la posibilidad que tengan aquéllas de obtener financiación oficial 

o cualquier otra ayuda. Se entenderá que la carga es desproporcionada, en 

los edificios constituidos en régimen de propiedad horizontal, cuando el 

coste de las obras repercutido anualmente, y descontando las ayudas 

públicas a las que se pueda tener derecho, exceda de doce mensualidades 

ordinarias de gastos comunes. 
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Artículo 3.3 a) Principio de desarrollo territorial y urbano 

sostenible. 

3. Los poderes públicos formularán y desarrollarán, en el medio urbano, las 

políticas de su respectiva competencia, de acuerdo con los principios de 

competitividad y sostenibilidad económica, social y medioambiental, 

cohesión territorial, eficiencia energética y complejidad funcional, 

procurando que, esté suficientemente dotado, y que el suelo se ocupe de 

manera eficiente, combinando los usos de forma funcional. En particular: 

a) Posibilitarán el uso residencial en viviendas constitutivas de domicilio 

habitual en un contexto urbano seguro, salubre, accesible universalmente, 

de calidad adecuada e integrado socialmente, provisto del equipamiento, 

los servicios, los materiales y productos que eliminen o, en todo caso, 

minimicen, por aplicación de la mejor tecnología disponible en el mercado 

a precio razonable, las emisiones contaminantes y de gases de efecto 

invernadero, el consumo de agua, energía y la producción de residuos, y 

mejoren su gestión. 

Artículo 5. a) b) Derechos del ciudadano. 

Todos los ciudadanos tienen derecho a: 

a) Disfrutar de una vivienda digna, adecuada y accesible, concebida con 

arreglo al principio de diseño para todas las personas, que constituya su 

domicilio libre de ruido u otras inmisiones contaminantes de cualquier tipo 

que superen los límites máximos admitidos por la legislación aplicable y en 

un medio ambiente y un paisaje adecuados. 

b) Acceder, en condiciones no discriminatorias y de accesibilidad 

universal, a la utilización de las dotaciones públicas y los equipamientos 

colectivos abiertos al uso público, de acuerdo con la legislación reguladora 

de la actividad de que se trate. 

Artículo 15.1 b) Contenido del derecho de propiedad del suelo: 

deberes y cargas. 

1. El derecho de propiedad de los terrenos, las instalaciones, construcciones 

y edificaciones comprende con carácter general, cualquiera que sea la 

situación en que se encuentren, los deberes siguientes: 
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b) Conservarlos en las condiciones legales de seguridad, salubridad, 

accesibilidad universal, ornato y las demás que exijan las leyes para servir 

de soporte a dichos usos. 

Artículo 19.5 Los derechos de realojamiento y de retorno. 

5. Para hacer efectivo el derecho de realojamiento será preciso ofrecer una 

vivienda por cada una de las viviendas afectadas por la actuación, bien en 

el mismo ámbito de actuación, o, si no es posible, lo más próximo al mismo. 

Cuando no sea materialmente posible ofrecer dicha vivienda, los titulares 

del derecho de realojamiento tendrán derecho a su equivalente económico. 

La vivienda de sustitución tendrá una superficie adecuada a las necesidades 

del titular del derecho de realojamiento y, en el caso de que éste fuera una 

persona con discapacidad, será una vivienda accesible o acorde a las 

necesidades derivadas de la discapacidad. 

El derecho de realojamiento respetará en todo caso los límites establecidos 

por la legislación sobre vivienda protegida que resulte aplicable. 

Artículo 20.1. c) Criterios básicos de utilización del suelo. 

1. Para hacer efectivos los principios y los derechos y deberes enunciados 

en el título preliminar y en el título I, respectivamente, las Administraciones 

Públicas, y en particular las competentes en materia de ordenación 

territorial y urbanística, deberán: 

c) Atender, teniendo en cuenta la perspectiva de género, en la ordenación 

de los usos del suelo, a los principios de accesibilidad universal, de 

movilidad, de eficiencia energética, de garantía de suministro de agua, de 

prevención de riesgos naturales y de accidentes graves, de prevención y 

protección contra la contaminación y limitación de sus consecuencias para 

la salud o el medio ambiente.  

(…)  
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Artículo 24. 4 Reglas específicas de las actuaciones sobre el medio 

urbano. 

4. Será posible ocupar las superficies de espacios libres o de dominio público 

que resulten indispensables para la instalación de ascensores u otros 

elementos que garanticen la accesibilidad universal, así como las 

superficies comunes de uso privativo, tales como vestíbulos, descansillos, 

sobrecubiertas, voladizos y soportales, tanto si se ubican en el suelo, como 

en el subsuelo o en el vuelo, cuando no resulte viable, técnica o 

económicamente, ninguna otra solución y siempre que quede asegurada la 

funcionalidad de los espacios libres, dotaciones y demás elementos del 

dominio público.  

(…) 

6. Cuando las actuaciones referidas en los apartados anteriores afecten a 

inmuebles declarados de interés cultural o sujetos a cualquier otro 

régimen de protección, se buscarán soluciones innovadoras que permitan 

realizar las adaptaciones que sean precisas para mejorar la eficiencia 

energética y garantizar la accesibilidad, sin perjuicio de la necesaria 

preservación de los valores objeto de protección. En cualquier caso, 

deberán ser informadas favorablemente, o autorizadas, en su caso, por el 

órgano competente para la gestión del régimen de protección aplicable, de 

acuerdo con su propia normativa. 

Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos 

el segundo párrafo del apartado 1, los apartados 2 y 3 y el 

inciso destacado del apartado 6, por Sentencia del TC 

143/2017, de 14 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-605 

Artículo 29.1 El Informe de Evaluación de los Edificios. 

1. Los propietarios de inmuebles ubicados en edificaciones con tipología 

residencial de vivienda colectiva podrán ser requeridos por la 

Administración competente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

siguiente, para que acrediten la situación en la que se encuentran aquéllos, 

al menos en relación con el estado de conservación del edificio y con el 

cumplimiento de la normativa vigente sobre accesibilidad universal, así 

como sobre el grado de eficiencia energética de los mismos. 
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Artículo 31.1 c) Cooperación interadministrativa. 

1. Podrán beneficiarse de la colaboración y la cooperación económica de la 

Administración General del Estado, en cualquiera de las formas previstas 

legalmente y teniendo prioridad en las ayudas estatales vigentes, las 

actuaciones con cobertura en los correspondientes planes estatales que 

tengan por objeto:  

c) Aquellas otras actuaciones que, con independencia de lo dispuesto en la 

letra anterior, tengan como objeto actuar en ámbitos de gestión aislada o 

conjunta, con la finalidad de eliminar la infravivienda, garantizar la 

accesibilidad universal o mejorar la eficiencia energética de los edificios. 

Artículo 3.1 a.2) Requisitos básicos de la edificación. 

1. Con el fin de garantizar la seguridad de las personas, el bienestar de la 

sociedad y la protección del medio ambiente, se establecen los siguientes 

requisitos básicos de la edificación, que deberán satisfacerse, de la forma 

que reglamentariamente se establezca, en el proyecto, la construcción, el 

mantenimiento, la conservación y el uso de los edificios y sus instalaciones, 

así como en las intervenciones que se realicen en los edificios existentes: 

a) Relativos a la funcionalidad:  

a. 2) Accesibilidad, de tal forma que se permita a las personas con 

movilidad y comunicación reducidas el acceso y la circulación por el edificio 

en los términos previstos en su normativa específica. 

Artículo 2. g) Principios rectores. 

Las actuaciones derivadas de esta ley y de su desarrollo se regirán por los 

principios reconocidos en el derecho nacional, en el marco de las 

competencias que tienen atribuidas el Estado y las Comunidades 

Autónomas, en el derecho de la Unión Europea e internacional de aplicación 
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en materia de energía y clima y, en especial, en la Convención Marco de las 

Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, hecha en Nueva York el 9 de 

mayo de 1992, el Acuerdo de París, adoptado el 12 de diciembre de 2015, 

firmado por España el 22 de abril de 2016 y publicado en el Boletín Oficial 

del Estado el 2 de febrero de 2017, la Agenda 2030 para el Desarrollo 

Sostenible, aprobada por Resolución de la Asamblea General de las 

Naciones Unidas el 25 de septiembre de 2015 y la normativa de la Unión 

Europea, así como en los principios siguientes: 

g) Accesibilidad universal. 

Artículo 8.3 Eficiencia energética y rehabilitación de edificios. 

3. Las directrices y criterios de rehabilitación energética garantizarán en 

todo caso el mantenimiento y, cuando proceda, la mejora de las condiciones 

de accesibilidad y usabilidad de los edificios e instalaciones, fomentándose 

la posibilidad de aunar ambos tipos de actuaciones rehabilitadoras en 

programas únicos o, al menos, alineados. 

Artículo 27.3 Estrategia de Transición Justa. 

3. La Estrategia de Transición Justa, así como los instrumentos de aplicación 

y desarrollo de esta, se elaborarán teniendo en cuenta la perspectiva de 

género y velarán por los principios de inclusión social y accesibilidad 

universal. 

Artículo 140. 27.6 

Se reputarán infracciones muy graves: 

27. La prestación de servicios públicos de transporte regular de viajeros de 

uso general cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias: 
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27.6 El incumplimiento de las condiciones de accesibilidad a los vehículos 

establecidas con carácter general para todos los servicios públicos de 

transporte regular de viajeros por carretera de uso general o especialmente 

señalados en el pliego de condiciones o el contrato del servicio de que se 

trate. 

Asimismo, incurrirá en esta infracción la empresa contratista del servicio 

cuyo personal impida o dificulte su utilización a personas con discapacidad, 

incluso si no existe obligación de que los vehículos se encuentren adaptados 

para ello, siempre que, en este último supuesto, dichas personas aporten 

los medios que les resulten precisos para acceder y abandonar el vehículo 

e instalarse en una plaza ordinaria. 

Artículo 5. q) Competencias del Ministerio del Interior. 

Sin perjuicio de las competencias que tengan asumidas las comunidades 

autónomas y de las previstas en el artículo anterior, corresponde al 

Ministerio del Interior: 

q) La garantía de igualdad de oportunidades, no discriminación y 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad, especialmente 

en su calidad de conductores, en todos los ámbitos regulados en esta ley. 

Disposición adicional sexta. Condiciones básicas y de accesibilidad 

para las personas con discapacidad. 

El Gobierno velará por el cumplimiento de lo dispuesto en la normativa 

relativa a personas con discapacidad y su inclusión social respecto a todos 

aquellos centros que, en materia de seguridad vial, necesiten de 

autorización previa para desarrollar su actividad, o cuya gestión sea 

competencia de la Administración General del Estado. 
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Artículo 58.4 c) Obligaciones de las empresas ferroviarias. 

4. Las empresas ferroviarias cuyo objeto sea el transporte ferroviario de 

viajeros deberán asimismo: 

c) Las empresas de transporte de viajeros facilitarán a éstos la información 

en formatos adecuados, accesibles y comprensibles y velarán, asimismo, 

para que los servicios se presten con arreglo a las normas que regulan las 

condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y 

utilización del transporte ferroviario. Las empresas ferroviarias controlarán 

sus propios resultados en materia de calidad del servicio. Además, 

publicarán cada año, junto con su informe anual, un informe sobre los 

resultados alcanzados en este campo. Este último se remitirá al Ministerio 

de Fomento y se publicará en la página web de la empresa. 

Artículo 107. 2. 2.10 Infracciones graves. 

2. Infracciones en materia de transporte ferroviario. 

2.10 La prestación de servicios de transporte de viajeros que contravengan 

la normativa sobre accesibilidad a los vehículos ferroviarios de las 

personas con discapacidad que, en cada caso, resulten de aplicación, salvo 

que deba reputarse infracción muy grave de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo anterior. 

Artículo 26.8 Áreas de servicio, áreas de descanso y aparcamientos 

seguros. 

8. Las áreas de servicio, las áreas de descanso y los aparcamientos seguros 

deberán reunir necesariamente condiciones de accesibilidad universal 

para personas con discapacidad, con arreglo a lo establecido en la 

normativa específica aplicable. 
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Téngase en cuenta, sobre la aplicación de las modificaciones 

introducidas por la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. 

Ref. BOE-A-2020-17264, el calendario de implantación regulado 

en la disposición final 5 de la citada Ley. 

Artículo 1 b) Principios. 

El sistema educativo español, configurado de acuerdo con los valores de la 

Constitución y asentado en el respeto a los derechos y libertades 

reconocidos en ella, se inspira en los siguientes principios: 

b) La equidad, que garantice la igualdad de oportunidades para el pleno 

desarrollo de la personalidad a través de la educación, la inclusión 

educativa, la igualdad de derechos y oportunidades, también entre mujeres 

y hombres, que ayuden a superar cualquier discriminación y la 

accesibilidad universal a la educación, y que actúe como elemento 

compensador de las desigualdades personales, culturales, económicas y 

sociales, con especial atención a las que se deriven de cualquier tipo de 

discapacidad, de acuerdo con lo establecido en la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada en 2008, por España. 

Artículo 38. 5 Prueba de acceso a la universidad. 

5. La prueba de acceso a la universidad se realizará adoptando las medidas 

necesarias para asegurar la igualdad de oportunidades, la no discriminación 

del alumnado con necesidad específica de apoyo educativo y la 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad que se 

presenten. 

Artículo 41.4; 41.5 Condiciones de acceso y admisión. 

4. Las Administraciones educativas convocarán periódicamente las pruebas 

de acceso a las que se refieren los apartados 2 y 3 para todos los ciclos 

formativos que oferten. Estas pruebas deberán acreditar, para la formación 

profesional de grado medio, las competencias de educación secundaria 
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obligatoria y, para la formación profesional de grado superior, la madurez 

en relación con las competencias de la educación secundaria 

postobligatoria. Estas pruebas se realizarán adoptando las medidas 

necesarias para asegurar la igualdad de oportunidades, la no discriminación 

del alumnado con necesidad específica de apoyo educativo y la 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad que se 

presenten, incluida la realización de ajustes razonables. 

5. Las Administraciones educativas ofertarán cursos de formación 

específicos preparatorios para el acceso a la formación profesional de grado 

medio y grado superior, destinados a alumnos y alumnas que carezcan de 

los requisitos de acceso, que respetarán los principios de accesibilidad y 

no discriminación. La superación de la totalidad o de parte de estos cursos 

tendrá efectos de exenciones totales o parciales de la prueba de acceso. 

Asimismo, se tendrá en cuenta a efectos de exención estar en posesión de 

un certificado de profesionalidad relacionado con el ciclo formativo que se 

pretende cursar o acreditar una determinada cualificación o experiencia 

laboral. 

Artículo 68.2. Enseñanzas obligatorias. 

2. Corresponde a las Administraciones educativas, en el ámbito de sus 

competencias, organizar periódicamente pruebas para que las personas 

mayores de dieciocho años puedan obtener directamente el título de 

Graduado en Educación Secundaria Obligatoria. 

Además, las Administraciones educativas velarán por que se adopten las 

medidas necesarias para asegurar la igualdad de oportunidades, la no 

discriminación por razón de nacimiento, sexo, origen racial o étnico, 

discapacidad, edad, enfermedad, religión o creencias, orientación sexual o 

identidad de género o cualquier otra condición o circunstancia personal o 

social y la accesibilidad universal de las personas con discapacidad que se 

presenten a dichas pruebas. 

Artículo 80. 1 Principios. 

1. Con el fin de hacer efectivo el principio de equidad en el ejercicio del 

derecho a la educación, las Administraciones públicas desarrollarán 

acciones dirigidas hacia las personas, grupos, entornos sociales y ámbitos 
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territoriales que se encuentren en situación de vulnerabilidad 

socioeducativa y cultural con el objetivo de eliminar las barreras que limitan 

su acceso, presencia, participación o aprendizaje, asegurando con ello los 

ajustes razonables en función de sus necesidades individuales y 

prestando el apoyo necesario para fomentar su máximo desarrollo 

educativo y social, de manera que puedan acceder a una educación 

inclusiva, en igualdad de condiciones con los demás. 

Artículo 110. 2 Accesibilidad, sostenibilidad y relaciones con el 

entorno. 

2. Las Administraciones educativas promoverán programas para adecuar 

las condiciones físicas, incluido el transporte escolar, y tecnológicas de los 

centros y los dotarán de los recursos materiales y de acceso al currículo 

adecuados a las necesidades del alumnado que escolariza, especialmente 

en el caso de personas con discapacidad, de modo que no se conviertan en 

factor de discriminación y garanticen una atención inclusiva y 

universalmente accesible a todos los alumnos. 

Artículo 111 bis. 2 Tecnologías de la Información y la Comunicación. 

2. Los entornos virtuales de aprendizaje que se empleen en los centros 

docentes sostenidos con fondos públicos facilitarán la aplicación de planes 

educativos específicos diseñados por los docentes para la consecución de 

objetivos concretos del currículo, y deberán contribuir a la extensión del 

concepto de aula en el tiempo y en el espacio. Por ello deberán, respetando 

los estándares de interoperabilidad, permitir a los alumnos y alumnas el 

acceso, desde cualquier sitio y en cualquier momento, a los entornos de 

aprendizaje disponibles en los centros docentes en los que estudien, con 

pleno respeto a lo dispuesto en la normativa aplicable en materia de 

propiedad intelectual, privacidad y protección de datos personales. Así 

mismo promoverán los principios de accesibilidad universal y diseño para 

todas las personas, tanto en formatos y contenidos como en herramientas 

y entornos virtuales de aprendizaje. 
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Disposición adicional vigésima cuarta. De la inclusión de las 

personas con discapacidad en las universidades. 

4. Los edificios, instalaciones y dependencias de las universidades, incluidos 

también los espacios virtuales, así como los servicios, procedimientos y el 

suministro de información, deberán ser accesibles para todas las personas, 

de forma que no se impida a ningún miembro de la comunidad universitaria, 

por razón de discapacidad, el ejercicio de su derecho a ingresar, 

desplazarse, permanecer, comunicarse, obtener información u otros de 

análoga significación en condiciones reales y efectivas de igualdad. 

(…) 

5. Todos los planes de estudios propuestos por las universidades deben 

tener en cuenta que la formación en cualquier actividad profesional debe 

realizarse desde el respeto y la promoción de los Derechos Humanos y los 

principios de accesibilidad universal y diseño para todos. 

Artículo 12. 2 c) Misión, principios y valores de las bibliotecas. 

2. Los principios y valores de las bibliotecas son: 

c) La pluralidad, en virtud de la cual se deberá adquirir, preservar y hacer 

accesible la mayor variedad posible de documentos que reflejen la 

diversidad de la sociedad y su riqueza lingüística e iconográfica; 

Disposición adicional tercera. Del acceso a la lectura, al libro y a las 

bibliotecas de las personas con discapacidad. 

2. Los planes de fomento de la lectura y los programas de apoyo a la 

industria del libro tendrán en cuenta las necesidades particulares de las 

personas con discapacidad, especialmente en la promoción, difusión y 

normalización de formatos y métodos accesibles, como los soportes en 
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alfabeto braille, los soportes sonoros, los soportes digitales o los sistemas 

de lectura fácil. 

Artículo 3.3 

3. Todos los centros docentes, públicos o privados, deberán disponer de 

instalaciones deportivas para atender la educación física y la práctica del 

deporte, en las condiciones que se determinen reglamentariamente. 

A tal fin deberán tenerse en cuenta las necesidades de accesibilidad y 

adaptación de los recintos para personas con movilidad reducida. 

Artículo 70.2 

2. Las instalaciones deportivas a que se refiere el apartado anterior deberán 

ser accesibles, y sin barreras ni obstáculos que imposibiliten la libre 

circulación de personas con minusvalía física o de edad avanzada. 

Asimismo, los espacios interiores de los recintos deportivos deberán estar 

provistos de las instalaciones necesarias para su normal utilización por estas 

personas, siempre que lo permita la naturaleza de los deportes a los que se 

destinen dichos recintos. 

Artículo 72.  

Toda instalación o establecimiento de uso público en que se presten 

servicios de carácter deportivo, cualquiera que sea la Entidad titular, deberá 

ofrecer una información, en lugar perfectamente visible y accesible, de los 

datos técnicos de la instalación o del establecimiento, así como de su 

equipamiento y el nombre y titulación respectiva de las personas que 

presten servicios profesionales en los niveles de dirección técnica, 

enseñanza o animación. 
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Artículo 3. e) Principios generales de las actuaciones de 

salvaguardia. 

e) El principio de accesibilidad, que haga posible el conocimiento y disfrute 

de las manifestaciones culturales inmateriales y el enriquecimiento cultural 

de todos los ciudadanos sin perjuicio de los usos consuetudinarios por los 

que se rige el acceso a determinados aspectos de dichas manifestaciones. 

Artículo 20.2 Información necesaria en la oferta comercial de bienes 

y servicios. 

2. A efectos del cumplimiento de lo previsto en el apartado anterior, y sin 

perjuicio de la normativa sectorial que en su caso resulte de aplicación, la 

información necesaria a incluir en la oferta comercial deberá facilitarse a los 

consumidores o usuarios, principalmente cuando se trate de personas 

consumidoras vulnerables, en términos claros, comprensibles, veraces y en 

un formato fácilmente accesible, de forma que aseguren su adecuada 

comprensión y permitan la toma de decisiones óptimas para sus intereses. 

Artículo 21.2 Régimen de comprobación y servicios de atención al 

cliente. 

2. Las oficinas y servicios de información y atención al cliente que las 

empresas pongan a disposición del consumidor y usuario deberán asegurar 

que éste tenga constancia de sus quejas y reclamaciones, mediante la 

entrega de una clave identificativa y un justificante por escrito, en papel o 

en cualquier otro soporte duradero. Si tales servicios utilizan la atención 

telefónica o electrónica para llevar a cabo sus funciones deberán garantizar 
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una atención personal directa, más allá de la posibilidad de utilizar 

complementariamente otros medios técnicos a su alcance. 

Las oficinas y servicios de información y atención al cliente serán diseñados 

utilizando medios y soportes que sigan los principios de accesibilidad 

universal y, en su caso, medios alternativos para garantizar el acceso a los 

mismos.  

(…) 

Artículo 60.1 Información previa al contrato. 

1. Antes de que el consumidor y usuario quede vinculado por un contrato y 

oferta correspondiente, el empresario deberá facilitarle de forma clara y 

comprensible, salvo que resulte manifiesta por el contexto, la información 

relevante, veraz y suficiente sobre las características principales del 

contrato, en particular sobre sus condiciones jurídicas y económicas. 

Sin perjuicio de la normativa sectorial que en su caso resulte de aplicación, 

los términos en que se suministre dicha información, principalmente cuando 

se trate de personas consumidoras vulnerables, además de claros, 

comprensibles, veraces y suficientes, se facilitarán en un formato fácilmente 

accesible, garantizando en su caso la asistencia necesaria, de forma que 

aseguren su adecuada comprensión y permitan la toma de decisiones 

óptimas para sus intereses. 

Artículo 80.1 b) Requisitos de las cláusulas no negociadas 

individualmente. 

1. En los contratos con consumidores y usuarios que utilicen cláusulas no 

negociadas individualmente, incluidos los que promuevan las 

Administraciones públicas y las entidades y empresas de ellas 

dependientes, aquéllas deberán cumplir los siguientes requisitos: 

b) Accesibilidad y legibilidad, de forma que permita al consumidor y 

usuario el conocimiento previo a la celebración del contrato sobre su 

existencia y contenido. En ningún caso se entenderá cumplido este requisito 

si el tamaño de la letra del contrato fuese inferior al milímetro y medio o el 

insuficiente contraste con el fondo hiciese dificultosa la lectura. 
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Artículo 12.2 Acceso a los procedimientos. 

2. Las oficinas y los servicios de información y atención de las entidades de 

resolución alternativa deben estar diseñados utilizando medios y soportes 

que sigan los principios de accesibilidad universal o, en su caso, medios 

alternativos para garantizar el acceso a los mismos de personas con 

discapacidad o de avanzada edad. 

Disposición adicional cuarta. Igualdad de oportunidades para las 

personas con discapacidad. 

Los procedimientos de mediación deberán garantizar la igualdad de 

oportunidades para las personas con discapacidad. A tal fin, deberán 

atenerse a lo dispuesto en el Real Decreto 366/2007, de 16 de marzo, por 

el que se establecen las condiciones de accesibilidad y no discriminación 

de las personas con discapacidad en sus relaciones con la Administración 

General del Estado. 

En especial se deberá garantizar la accesibilidad de los entornos, la 

utilización de la lengua de signos y los medios de apoyo a la comunicación 

oral, el braille, la comunicación táctil o cualquier otro medio o sistema que 

permita a las personas con discapacidad participar plenamente del proceso. 

Los medios electrónicos a los que se refiere el artículo 24 de esta Ley 

deberán atenerse a las condiciones de accesibilidad previstas en la Ley 

34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de 

comercio electrónico. 
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Artículo ochenta y tres a). 2 

2. La facultad unilateral de resolución del contrato deberá ejercitarse por el 

tomador mediante comunicación dirigida al asegurador a través de un 

soporte duradero, disponible y accesible para éste y que permita dejar 

constancia de la notificación. La referida comunicación deberá expedirse por 

el tomador del seguro antes de que venza el plazo indicado en el apartado 

anterior. 

Artículo ciento seis quáter. 

En los seguros de asistencia sanitaria, dependencia y de decesos, las 

entidades aseguradoras garantizarán a los asegurados la libertad de 

elección del prestador del servicio, dentro de los límites y condiciones 

establecidos en el contrato. En estos casos la entidad aseguradora deberá 

poner a disposición del asegurado, de forma fácilmente accesible, una 

relación de prestadores de servicios que garantice una efectiva libertad de 

elección, salvo en aquellos contratos en los que expresamente se prevea un 

único prestador. 

En los seguros de decesos será de aplicación lo dispuesto en el artículo 106 

bis.2 cuando los herederos contratasen los servicios por medios distintos a 

los ofrecidos por la aseguradora conforme al párrafo anterior. 

Artículo 96.6 Deber general de información al tomador de seguro. 

6. Dicha información será accesible, facilitándose en los formatos y canales 

adecuados a las necesidades de las personas con discapacidad, de forma 

que puedan acceder efectivamente a su contenido sin discriminaciones y en 

igualdad de condiciones. 
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Artículo 514. Igualdad de trato. 

Las sociedades anónimas cotizadas garantizarán, en todo momento, la 

igualdad de trato de todos los accionistas que se hallen en la misma 

posición, en lo que se refiere a la información, la participación y el ejercicio 

del derecho de voto en la junta general. 

En particular, deberán dar cobertura a los requisitos de accesibilidad de 

las personas con discapacidad y personas mayores que garanticen su 

derecho a disponer de información previa y los apoyos necesarios para 

ejercer su voto. 

Artículo 49.6; 49 II 

6. El estado de información no financiera consolidado incluirá la información 

necesaria para comprender la evolución, los resultados y la situación del 

grupo, y el impacto de su actividad respecto, al menos, a cuestiones 

medioambientales y sociales, al respeto de los derechos humanos y a la 

lucha contra la corrupción y el soborno, así como relativas al personal, 

incluidas las medidas que, en su caso, se hayan adoptado para favorecer el 

principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, 

la no discriminación e inclusión de las personas con discapacidad y la 

accesibilidad universal.  

(…) 

El estado de información no financiera consolidado incluirá información 

significativa sobre las siguientes cuestiones: 

II. Información sobre cuestiones sociales y relativas al personal: 

– Accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 
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– Igualdad: medidas adoptadas para promover la igualdad de trato y de 

oportunidades entre mujeres y hombres; planes de igualdad (Capítulo III 

de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 

mujeres y hombres), medidas adoptadas para promover el empleo, 

protocolos contra el acoso sexual y por razón de sexo, la integración y la 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad; la política contra 

todo tipo de discriminación y, en su caso, de gestión de la diversidad. 

9. Sin perjuicio de los requisitos de divulgación aplicables al estado de 

información no financiera consolidado previstos en esta Ley, este informe 

se pondrá a disposición del público de forma gratuita y será fácilmente 

accesible en el sitio web de la sociedad dentro de los seis meses 

posteriores a la fecha de finalización del año financiero y por un período de 

cinco años. 

Artículo 7.3 Obligaciones de transparencia en relación con los 

contratos. 

3. La accesibilidad de las personas con discapacidad a la información 

prevista en el apartado anterior, deberá garantizarse en los términos 

exigidos legal o reglamentariamente. 

Artículo 38.3; 38.5 La sede electrónica. 

3. Cada Administración Pública determinará las condiciones e instrumentos 

de creación de las sedes electrónicas, con sujeción a los principios de 
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transparencia, publicidad, responsabilidad, calidad, seguridad, 

disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad. En todo caso 

deberá garantizarse la identificación del órgano titular de la sede, así como 

los medios disponibles para la formulación de sugerencias y quejas. 

5. La publicación en las sedes electrónicas de informaciones, servicios y 

transacciones respetará los principios de accesibilidad y uso de acuerdo 

con las normas establecidas al respecto, estándares abiertos y, en su caso, 

aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos. 

Artículo 93.1 Acreditación del cumplimiento de las normas de 

garantía de la calidad. 

1. En los contratos sujetos a una regulación armonizada, cuando los 

órganos de contratación exijan la presentación de certificados expedidos 

por organismos independientes que acrediten que el empresario cumple 

determinadas normas de garantías de calidad, en particular en materia de 

accesibilidad para personas con discapacidad, deberán hacer referencia a 

los sistemas de aseguramiento de la calidad basados en la serie de normas 

en la materia, certificados por organismos conformes a las normas europeas 

relativas a la certificación. 

Artículo 125.1 a) b) Definición de determinadas prescripciones 

técnicas. 

A efectos de la presente Ley se entenderá por: 

1. «Prescripción o especificación técnica»: 

a) Cuando se trate de contratos de obras, el conjunto de las prescripciones 

técnicas contenidas principalmente en los pliegos de la contratación, en las 

que se definan las características requeridas de un material, producto o 

suministro, y que permitan caracterizarlos de manera que respondan a la 
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utilización a que los destine el poder adjudicador; asimismo, los 

procedimientos de aseguramiento de la calidad, el impacto social, laboral, 

ambiental y climático de dichos materiales, productos o actividades que se 

desarrollen durante la elaboración o utilización de los mismos, el diseño 

para todas las necesidades (incluida la accesibilidad universal y diseño 

universal o diseño para todas las personas), la terminología, los símbolos, 

las pruebas y métodos de prueba, el envasado, marcado y etiquetado, las 

instrucciones de uso y los procesos y métodos de producción en cualquier 

fase del ciclo de vida de las obras; incluyen asimismo las reglas de 

elaboración del proyecto y cálculo de las obras, las condiciones de prueba, 

control y recepción de las obras, así como las técnicas o métodos de 

construcción y todas las demás condiciones de carácter técnico que el poder 

adjudicador pueda prescribir, por vía de reglamentación general o 

específica, en lo referente a obras acabadas y a los materiales o elementos 

que las constituyan; 

b) Cuando se trate de contratos de suministro o de servicios, aquella 

especificación que figure en un documento en la que se definan las 

características exigidas de un producto o de un servicio, como, por ejemplo, 

los niveles de calidad, los niveles de comportamiento ambiental y climático, 

el diseño para todas las necesidades (incluida la accesibilidad universal y 

diseño universal o diseño para todas las personas) y la evaluación de la 

conformidad, el rendimiento, la utilización del producto, su seguridad, o sus 

dimensiones; asimismo, los requisitos aplicables al producto en lo referente 

a la denominación de venta, la terminología, los símbolos, las pruebas y 

métodos de prueba, el envasado, marcado y etiquetado, las instrucciones 

de uso, los procesos y métodos de producción en cualquier fase del ciclo de 

vida del suministro o servicio, así como los procedimientos de evaluación 

de la conformidad. 

Téngase en cuenta que se declara que el apartado 1 no es 

conforme con el orden constitucional de competencias, en los 

términos del fundamento jurídico 7 A) e), por la Sentencia del 

TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614 
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Artículo 126.3 Reglas para el establecimiento de prescripciones 

técnicas. 

3. Para toda contratación que esté destinada a ser utilizada por personas 

físicas, ya sea el público en general o el personal de la Administración 

Pública contratante, las prescripciones técnicas se redactarán, salvo en 

casos debidamente justificados, de manera que se tengan en cuenta la 

Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con 

discapacidad, así como los criterios de accesibilidad universal y de diseño 

universal o diseño para todas las personas, tal y como son definidos estos 

términos en el texto refundido de la Ley General de derechos de las 

personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado mediante Real 

Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre. 

De no ser posible definir las prescripciones técnicas teniendo en cuenta 

criterios de accesibilidad universal y de diseño universal o diseño para 

todas las personas, deberá motivarse suficientemente esta circunstancia. 

Sin perjuicio de lo anterior, siempre que existan requisitos de accesibilidad 

obligatorios adoptados por un acto jurídico de la Unión Europea, las 

especificaciones técnicas deberán ser definidas por referencia a esas 

normas en lo que respecta a los criterios de accesibilidad para las 

personas con discapacidad o el diseño para todos los usuarios. 

Artículo 127.2 d) Etiquetas. 

2. Cuando los órganos de contratación tengan la intención de adquirir obras, 

suministros o servicios con características específicas de tipo 

medioambiental, social u otro, podrán exigir, en las prescripciones técnicas, 

en los criterios de adjudicación o en las condiciones de ejecución del 

contrato, una etiqueta específica como medio de prueba de que las obras, 

los servicios o los suministros cumplen las características exigidas, 

etiquetas de tipo social o medioambiental, como aquellas relacionadas con 

la agricultura o la ganadería ecológicas, el comercio justo, la igualdad de 

género o las que garantizan el cumplimiento de las Convenciones 

fundamentales de la Organización Internacional del Trabajo, siempre que 

se cumplan todas las condiciones siguientes: 
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d) Que las etiquetas sean accesibles a todas las partes interesadas.
4
 

Artículo 145. 2 1º Requisitos y clases de criterios de adjudicación 

del contrato. 

2. La mejor relación calidad-precio se evaluará con arreglo a criterios 

económicos y cualitativos. 

Los criterios cualitativos que establezca el órgano de contratación para 

evaluar la mejor relación calidad-precio podrán incluir aspectos 

medioambientales o sociales, vinculados al objeto del contrato en la forma 

establecida en el apartado 6 de este artículo, que podrán ser, entre otros, 

los siguientes: 

1.º La calidad, incluido el valor técnico, las características estéticas y 

funcionales, la accesibilidad, el diseño universal o diseño para todas las 

personas usuarias, las características sociales, medioambientales e 

innovadoras, y la comercialización y sus condiciones;  

(…)  

Artículo 148. Definición y cálculo del ciclo de vida. 

3. Cuando los órganos de contratación evalúen los costes mediante un 

planteamiento basado en el cálculo del coste del ciclo de vida, indicarán en 

los pliegos los datos que deben facilitar los licitadores, así como el método 

que aquellos utilizarán para determinar los costes de ciclo de vida sobre la 

base de dichos datos.  

El método utilizado para la evaluación de los costes imputados a 

externalidades medioambientales cumplirá todas las condiciones 

siguientes: 

 
4 Se incluye el numeral anterior, a fines aclaratorios del término «etiqueta».  

Artículo 127.1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por «etiqueta»: cualquier 

documento, certificado o acreditación que confirme que las obras, productos, 

servicios, procesos o procedimientos de que se trate cumplen determinados 

requisitos. (…)  
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b) ser accesible para todas las partes interesadas; 

Artículo 259.4 Uso y conservación de las obras. 

4. El concesionario deberá mantener las obras de conformidad con lo que, 

en cada momento y según el progreso de la ciencia, disponga la normativa 

técnica, medioambiental, de accesibilidad y eliminación de barreras y de 

seguridad de los usuarios que resulte de aplicación. 

Disposición adicional decimoctava. Garantía de accesibilidad para 

personas con discapacidad. 

En el ámbito de la contratación pública, la determinación de los medios de 

comunicación admisibles, el diseño de los elementos instrumentales y la 

implantación de los trámites procedimentales, deberán realizarse teniendo 

en cuenta criterios de accesibilidad universal y de diseño universal o 

diseño para todas las personas, tal y como son definidos estos términos en 

el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley General de derechos de las personas 

con discapacidad y de su inclusión social. 

Disposición adicional cuadragésima séptima. Principios aplicables a 

los contratos de concesión de servicios del anexo IV y a los 

contratos de servicios de carácter social, sanitario o educativo del 

anexo IV. 

Sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones de esta Ley y, entre otras, 

de las relativas al establecimiento de las prescripciones técnicas, de las 

condiciones mínimas de solvencia, de los criterios de adjudicación y de las 

condiciones especiales de ejecución, en los procedimientos de licitación de 

contratos de concesión de los servicios que figuran en el anexo IV y de 

contratos de carácter social, sanitario o educativo también del anexo IV, los 

órganos de contratación velarán en todas sus fases por la necesidad de 

garantizar la calidad, la continuidad, la accesibilidad, la asequibilidad, la 

disponibilidad y la exhaustividad de los servicios; las necesidades 

específicas de las distintas categorías de usuarios, incluidos los grupos 

desfavorecidos y vulnerables; la implicación de los usuarios de los servicios; 

y la innovación en la prestación del servicio.  
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(…)  

Artículo 39.2 Promoción de la responsabilidad social de las 

empresas. 

2. El conjunto de características, indicadores y modelos de referencia a que 

se refiere el apartado anterior deberá atender especialmente a los objetivos 

de transparencia en la gestión, buen gobierno corporativo, compromiso con 

lo local y el medioambiente, respeto a los derechos humanos, mejora de las 

relaciones laborales, promoción de la integración de la mujer, de la igualdad 

efectiva entre mujeres y hombres, de la igualdad de oportunidades y 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad y del consumo 

sostenible, todo ello de acuerdo con las recomendaciones que, en este 

sentido, haga el Consejo Estatal de la Responsabilidad Social Empresarial, 

constituido por el Real Decreto 221/2008, de 15 de febrero, por el que se 

regula el Consejo Estatal de Responsabilidad Social de las Empresas. 

Artículo 99. a) Principios en materia de movilidad sostenible. 

En el ámbito de sus competencias, las Administraciones Públicas 

promoverán políticas de movilidad sostenible, que respeten los siguientes 

principios: 

a) El derecho de los ciudadanos al acceso a los bienes y servicios en unas 

condiciones de movilidad adecuadas, accesibles y seguras, y con el mínimo 

impacto ambiental y social posible. 

Artículo 100.2 Objetivos de la política de movilidad sostenible. 

Las Administraciones Públicas, en el desarrollo de su política de impulso de 

la movilidad sostenible, perseguirán los siguientes objetivos:  

2. Integrar las políticas de desarrollo urbano, económico, y de movilidad de 

modo que se minimicen los desplazamientos habituales y facilitar la 

accesibilidad eficaz, eficiente y segura a los servicios básicos con el 

mínimo impacto ambiental. 
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Disposición adicional primera. Reserva de la actividad del juego de 

Loterías. 

Cinco. La apertura de establecimientos accesibles al público por la 

Sociedad Estatal Loterías y Apuestas del Estado y por la ONCE que se 

destinen a la comercialización de los juegos que gestionan estas entidades 

hasta la entrada en vigor de esta Ley y de los juegos sujetos al régimen de 

reserva, no requerirá autorización de las Comunidades Autónomas. 

Artículo 87 ter. 6 

6. El Consejo General del Poder Judicial deberá estudiar, en el ámbito de 

sus competencias, la necesidad o carencia de dependencias que impidan la 

confrontación de la víctima y el agresor durante el proceso, así como 

impulsar, en su caso, la creación de las mismas, en colaboración con el 

Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas competentes. Se 

procurará que estas mismas dependencias sean utilizadas en los casos de 

agresiones sexuales y de trata de personas con fines de explotación sexual. 

En todo caso, estas dependencias deberán ser plenamente accesibles, 

condición de obligado cumplimiento de los entornos, productos y servicios 

con el fin de que sean comprensibles, utilizables y practicables por todas 

las mujeres y menores víctimas sin excepción. 

Artículo 301.8 

8. También se reservará en la convocatoria un cupo no inferior al cinco por 

ciento de las vacantes para ser cubiertas entre personas con discapacidad 

en grado igual o superior al 33 por ciento, siempre que superen las pruebas 

selectivas y que acrediten el grado de discapacidad y la compatibilidad para 

el desempeño de las funciones y tareas correspondientes en la forma que 

se determine reglamentariamente. El ingreso de las personas con 

discapacidad en las Carreras judicial y fiscal se inspirará en los principios 
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de igualdad de oportunidades, no discriminación y compensación de 

desventajas, procediéndose, en su caso, a la adaptación de los procesos 

selectivos a las necesidades especiales y singularidades de estas personas, 

mediante las adaptaciones y ajustes razonables de tiempos y medios en 

los procesos selectivos. Asimismo, una vez superados dichos procesos, se 

procederá a las adaptaciones y ajustes razonables para las necesidades de 

las personas con discapacidad de cualquier tipo en los puestos de trabajo y 

en el entorno laboral del centro o dependencia pública donde desarrollen su 

actividad. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Decimocuarta. 

La accesibilidad para personas con discapacidad y mayores de 

dependencias y servicios de carácter jurisdiccional constituye un criterio de 

calidad, que ha de ser garantizado por las autoridades competentes. Las 

dependencias y servicios judiciales de nueva creación deberán cumplir con 

las disposiciones normativas vigentes en materia de promoción de la 

accesibilidad y eliminación de barreras de todo tipo que les sean de 

aplicación. Las Administraciones y autoridades competentes, en la esfera 

de sus respectivas atribuciones, promoverán programas para eliminar las 

barreras de las dependencias y servicios que por razón de su antigüedad u 

otros motivos presenten obstáculos para los usuarios con problemas de 

movilidad o comunicación. 

Artículo 8.5 Requisitos para ser jurado. 

5. Contar con la aptitud suficiente para el desempeño de la función de 

jurado. Las personas con discapacidad no podrán ser excluidas por esta 

circunstancia de la función de jurado, debiéndoseles proporcionar por parte 

de la Administración de Justicia los apoyos precisos, así como efectuar los 

ajustes razonables, para que puedan desempeñar con normalidad este 

cometido. 
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Artículo 20. Devolución del cuestionario. 

Dentro de los cinco días siguientes a la recepción del cuestionario, los 

candidatos a jurados designados lo devolverán al Magistrado que haya de 

presidir el Tribunal del Jurado, por correo con franqueo oficial, debidamente 

cumplimentado, haciendo constar, en su caso, aquellas circunstancias 

personales asociadas a situaciones de discapacidad que pudieran presentar 

y que fueran relevantes para el ejercicio regular de esta función; asimismo 

acompañarán las justificaciones documentales que estimen oportunas y 

concretarán la solicitud de los medios de apoyo y ajustes razonables que 

necesiten para desempeñar su función. 

Artículo 7. c) Prioridades sectoriales. 

La política española de cooperación internacional para el desarrollo, en su 

objetivo de luchar contra la pobreza en todas sus manifestaciones, se 

orientará especialmente a las siguientes prioridades sectoriales: 

c) Protección y respeto de los derechos humanos, igualdad de 

oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas 

con discapacidad, participación e integración social de la mujer y defensa 

de los grupos de población más vulnerables (menores, con especial atención 

a la erradicación de la explotación laboral infantil, refugiados, desplazados, 

retornados, indígenas, minorías).  
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Artículo 9. Instrumentos. 

2. Estos instrumentos deberán ser inclusivos y accesibles para las 

personas con discapacidad.
5
 

Artículo 3.2 El Sistema Nacional de Protección Civil. 

2. Las actuaciones del Sistema se regirán por los principios de colaboración, 

cooperación, coordinación, solidaridad interterritorial, subsidiariedad, 

eficiencia, participación, inclusión y accesibilidad universal de las personas 

con discapacidad. 

Artículo 7 bis. 7 c) Deber de colaboración 

7. Los titulares de centros, establecimientos y dependencias, en los que se 

realicen actividades previstas en el artículo 9.2.b) que puedan originar 

emergencias, deberán informar con regularidad suficiente a los ciudadanos 

potencialmente afectados acerca de los riesgos y las medidas de prevención 

adoptadas, y estarán obligados a: 

c) Garantizar que esta información sea plenamente accesible a personas 

con discapacidad de cualquier tipo. 

Artículo 10.3 Política de prevención. 

3. Los planes de protección civil previstos en el capítulo III de este título 

deberán contener programas de información y comunicación preventiva y 

de alerta que permitan a los ciudadanos adoptar las medidas oportunas 

 
5 Se incluye el numeral anterior para clarificar este enunciado. 
Artículo 9.1  

1. La política española de cooperación internacional para el desarrollo se pone en 
práctica a través de los siguientes instrumentos: 

a) Cooperación técnica. 
b) Cooperación económica y financiera. 
c) Ayuda humanitaria, tanto alimentaria como de emergencia, incluyendo 

operaciones de mantenimiento de la paz, instrumentada por medio de acuerdos 
bilaterales o multilaterales. 

d) Educación para el desarrollo y sensibilización social. 
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para la salvaguarda de personas y bienes, facilitar en todo cuanto sea 

posible la rápida actuación de los servicios de intervención, y restablecer la 

normalidad rápidamente después de cualquier emergencia. La difusión de 

estos programas deberá garantizar su recepción por parte de los colectivos 

más vulnerables. 

En su contenido se incorporarán medidas de accesibilidad para las 

personas con discapacidad, en especial, las encaminadas a asegurar que 

reciben información sobre estos planes.  
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